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0.- PRESENTACIÓN 
 
 
La Consejería de Juventud Familia y Servicios Sociales, fiel al compromiso de 
satisfacer las necesidades que van surgiendo en nuestra sociedad, impulsó la 
creación de la Fundación Tutelar de La Roja dirigida a la protección integral de 
las personas mayores de edad incapacitadas legalmente. 
 
La principal función  de esta institución es asumir la tutela o curatela de personas 
adultas que se encuentren en situación de dependencia o desamparo, así como la 
defensa judicial de las personas residentes en La Rioja sobre quienes se haya 
iniciado un proceso de incapacitación y servir de orientadora para las familias. 
 
La puesta en marcha de este proyecto mantiene la línea impulsada desde el 
Gobierno de La Rioja, de seguir avanzando en la protección de las personas y 
especialmente de aquellas que más lo necesitan. 
 
 
Como Presidenta de la Fundación Tutelar de La Rioja me complace presentar esta 
"Guía Práctica sobre la incapacidad judicial y otras actuaciones en beneficio de 
las personas discapacitadas", que pretende servir de herramienta de ayuda y 
orientación a las familias y personas tutelantes, y también a las distintas 
instituciones y profesionales que desarrollan su labor en el ámbito de la 
dependencia.  
 
Una Guía para todos cuyo fin primordial es mejorar la vida de las personas 
protagonistas de nuestro ámbito de actuación. 
 
 
 
 
 
 
 
  
Sagrario Loza Sierra 
Consejera de Juventud, 
Familia y Servicios Sociales 
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I.- PRÓLOGO 
 
¿Qué es  la Fundación Tutelar de La Rioja? 
 
La Fundación Tutelar de La Rioja es una organización fundacional de iniciativa pública, 
que se constituye previo Acuerdo del Consejo de Gobierno de La Rioja, mediante 
escritura pública otorgada el 16 de mayo de 2003. 
 
Por Resolución de 5 de agosto de 2003 de la Dirección General de Justicia e Interior, se 
clasifica e inscribe en el Registro de Fundaciones Benéfico-Asistenciales de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, adquiriendo así personalidad jurídica propia e 
independiente. 
 
El régimen jurídico aplicable a la Fundación Tutelar de La Rioja viene establecido, en el 
ámbito estatal, por la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, Ley de Fundaciones, y por el 
Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, que aprueba el Reglamento de las Fundaciones 
de Competencia Estatal. En el ámbito autonómico, la figura de las Fundaciones Públicas 
se regula en la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de Organización del Sector Público de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.   
 
La Fundación Tutelar de La Rioja posee, además, sus Estatutos que configuran las normas 
de régimen interno y de funcionamiento de la misma (Ver Anexo Normativo). 
 
¿Quiénes componen la Fundación? 
 
Pueden distinguirse dos clases de órganos: 
 
El Patronato 
Es el órgano de gobierno y representación de la Fundación, en cuyo seno se aprueban los 
planes generales de actuación de la institución.  
 
La Presidencia del Patronato la ostenta la Consejera competente en materia de Servicios 
Sociales, mientras que la Vicepresidencia recae en la Directora General competente en 
esta misma materia.  
 
Entre sus Vocales se encuentran los Directores Generales competentes en materia de 
Presupuestos, Salud y Relaciones con la Administración de Justicia, el Secretario General 
Técnico de la Consejería de Servicios Sociales, el Presidente de la Federación Riojana de 
Municipios, un representante de las asociaciones de discapacitados y un representante de 
las asociaciones de personas mayores. 
 
El Secretario es el Director Gerente de la Fundación, con voz pero sin voto. 
 
La Directora Gerente 
Es el órgano de gestión designado por el Patronato. Su función principal consiste en la 
gestión ordinaria de la Fundación, mediante la ejecución de los acuerdos del Patronato. 
Asimismo, se encomienda a la Directora Gerente la relación con la Administración de 
Justicia, actuando en los procesos de incapacitación y tutela, y ejerciendo la tutela 
efectiva de las personas que se encuentran bajo la guarda de la Fundación. La Directora 
Gerente dirige la Fundación y su personal. 
 
En la actualidad el personal de la Fundación lo integra, además de la propia Directora 
Gerente, una Abogada, dos Trabajadoras Sociales, una Graduada Social y una Auxiliar 
Administrativa. 
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¿Para qué se crea la Fundación? 
 
Nuestro principal cometido es ejercer la tutela y, en su caso, la curatela de las personas 
mayores de edad, residentes en la Comunidad Autónoma de La Rioja, que hayan sido 
declaradas incapaces en el oportuno procedimiento judicial, y siempre que un Juez o 
Magistrado haya designado a la Fundación para estos cargos. 
 
Iniciado el proceso de incapacitación, la Fundación asumirá la defensa judicial de los 
residentes en la Comunidad Autónoma de La Rioja, y ejercitará las funciones oportunas 
en los procesos de medidas cautelares, siempre que la autoridad judicial lo determine. 
 
Hay que tener presente, sin embargo, que la actuación de la Fundación en este ámbito 
será siempre subsidiaria, de la que corresponde a los familiares y parientes del 
incapacitado, a falta de otras personas o instituciones que se hagan cargo de la guarda 
del incapaz. 
 
Otra de las principales funciones de la Fundación es la de orientar, apoyar y asesorar a 
los familiares que tengan encomendadas funciones tutelares o, para el caso de los 
menores de edad, que ejerzan la patria potestad prorrogada. Para ello, cualquier persona 
que sea, o prevea que puede llegar a ser, tutor o curador de un incapaz puede dirigirse a 
la Fundación, donde su equipo multidisciplinar de profesionales le asesorará en las 
diferentes áreas (social, económica y jurídica). 
 
Asimismo, la Fundación promoverá la sensibilización social para fomentar el respeto a 
los derechos de las personas incapacitadas, su mayor integración y normalización en la 
sociedad, procurando la integración de sus tutelados en su propio medio social. 
 
En materia de protección de menores nuestra tarea se centra exclusivamente, en la 
administración de los bienes de los menores desamparados, tutelados por la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. 
   
En cumplimiento de la labor de asesoramiento y orientación a los familiares,  
profesionales, e instituciones relacionadas con esta materia, el equipo de la Fundación ha 
preparado esta guía informativa, redactada de un modo sencillo, con la pretensión de dar 
respuesta a las preguntas más habituales que suelen surgir al abordar la situación de una 
persona incapaz. Esta guía pretende, además, conseguir una mayor sensibilización social 
e integración de las personas incapaces, poniendo especial atención en los derechos que 
la Ley les otorga, y en las funciones y deberes que, correlativamente, incumben a las 
personas y entidades que ejercen su guarda.  
 
Logroño, diciembre 2004. 
 
 
 
 
 
 
 
Victoria Díez Martínez 
Directora-Gerente de la  
Fundación Tutelar de La Rioja 
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II.- LA INCAPACIDAD CIVIL 
 
En este apartado explicaremos los trámites que deben seguirse para lograr la plena 
protección de las personas incapaces. 
 
¿Qué diferencia hay entre Capacidad Jurídica y Capacidad de Obrar?  
 
Todas las personas, por el hecho de serlo y desde su nacimiento, tienen capacidad 
jurídica. La capacidad jurídica sólo se perderá con la muerte, y la tiene toda persona con 
independencia de su edad, estado civil y de su salud mental y física. En virtud de la 
capacidad jurídica, todas las personas, incluidas las afectadas por una incapacidad, 
pueden ser titulares de derechos y obligaciones, y ser sujetos de las relaciones jurídicas. 
Esto significa que las personas incapaces pueden ser propietarias de una vivienda (con la 
consiguiente obligación, por ejemplo, de pagar el impuesto de bienes inmuebles), 
pueden ser titulares de acciones, pueden ser declaradas herederas.  
 
Sin embargo, para ejercitar estos derechos y cumplir con sus obligaciones es necesario 
un complemento: la capacidad de obrar. La capacidad de obrar la tienen todas las 
personas mayores de edad mientras no sean privadas de ella, total o parcialmente, 
mediante la incapacitación. Por los menores de edad actúan quienes ostenten la patria 
potestad. Las personas incapaces carecen de capacidad de obrar, lo que supone que no 
pueden firmar contratos de compraventa, de arrendamiento, o aceptar una herencia, etc. 
sin la asistencia de otra persona. 
 
¿Cómo se determina que una persona es incapaz? 
 
La incapacidad es una situación de hecho, provocada por el padecimiento una 
enfermedad o deficiencia física o psíquica, de carácter permanente, que priva a algunas 
personas de su capacidad de obrar. 
 
Para proteger a estos individuos que no poseen una voluntad consciente y libre, ni 
suficiente discernimiento para adoptar las decisiones adecuadas en la esfera personal, y/o 
en la de administración de sus bienes, la Ley ha previsto la declaración de incapacidad. 
 
Al tratarse de un asunto tan grave y, con consecuencias tan trascendentes, el 
ordenamiento jurídico impone que la incapacitación sólo puede declararla un Juez 
mediante Sentencia, tras haberse tramitado el oportuno procedimiento judicial.  
 
El Código Civil no determina las enfermedades o deficiencias que dan lugar a la 
incapacitación, pero exige como requisitos ineludibles que las mismas sean persistentes 
en el tiempo, no meramente temporales, y que impidan a la persona gobernarse. 
 
En todo caso, la incapacitación hay que entenderla en un sentido positivo, pues tiene por 
finalidad posibilitar que personas sin capacidad, o con su capacidad disminuida, puedan 
actuar a través de sus representantes legales, o con la debida asistencia. 
 
El PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE INCAPACIDAD 
 
El procedimiento de incapacitación debe iniciarse ante el Juzgado de 1ª Instancia, del 
lugar en que reside la persona presuntamente incapaz. 
 
¿Quién inicia el proceso? 
 
Conviene distinguir dos supuestos: 
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El menor presuntamente incapaz-. Mientras una persona es menor de edad está 
amparada por la patria potestad que, normalmente, será ejercida por ambos progenitores. 
Los padres actúan por sus hijos menores, supliendo su falta de capacidad. Al cumplir los 
dieciocho años, la persona adquiere la plena capacidad de obrar. Por ello, cuando sea 
previsible que el menor continúe siendo incapaz aún después de alcanzar la mayoría de 
edad, es aconsejable iniciar el procedimiento de incapacitación mientras sea menor. En 
este caso, iniciarán el proceso quienes ejerzan la patria potestad, o en su caso, la tutela, 
con el efecto de quedar la guarda automáticamente prorrogada en beneficio del menor. 
 
El presunto incapaz mayor de edad-. En esta situación puede promover la declaración de 
incapacidad el presunto incapaz, su cónyuge o quien se encuentre en una situación de 
hecho asimilable, los descendientes, los ascendientes, o los hermanos del presunto 
incapaz. 
 
Además, el Ministerio Fiscal deberá promover la incapacitación si las personas 
mencionadas anteriormente no existieran, o no la hubieran solicitado. 
 
El procedimiento puede iniciarse: 
 
1. Mediante solicitud dirigida a la Fiscalía del domicilio de la persona presuntamente 
incapaz.- Según establece la Ley de Enjuiciamiento Civil, cualquier persona puede poner 
en conocimiento del Fiscal los hechos que determinan la incapacitación. En el caso de 
las autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la 
existencia de una posible incapacidad en una persona, la Ley establece la obligación de 
manifestarlo al Ministerio Fiscal. De este modo, será el Ministerio Fiscal, a la vista de los 
informes y documentos facilitados, quien interponga la demanda, si considera que 
existen indicios suficientes. 
 
2. Mediante abogado y procurador que interpondrán directamente la demanda ante el 
Juez competente.- Si se carece de bienes suficientes para iniciar el juicio, o para 
defenderse en el proceso, puede solicitarse el beneficio de Asistencia Jurídica Gratuita. 
 
¿Cómo se interpone la demanda y se practican las pruebas? 
 
El procedimiento se inicia mediante un escrito de demanda, en el que se pone en 
conocimiento del Juez la existencia de una persona con presunta falta de capacidad, y en 
el que también puede solicitarse que se le nombre un representante legal. 
La demanda se notifica a la persona que se pretende incapacitar en su domicilio, para 
que pueda contestarla en el plazo de veinte días. Si el presunto incapaz deja transcurrir 
este tiempo sin realizar gestión alguna, el Fiscal solicitará que se le nombre un defensor 
judicial que le represente en el juicio mediante procurador, y asuma su defensa a través 
de abogado.   
 
Las pruebas que se practican en el proceso básicamente son: 
 
Prueba Documental: consistente en los documentos que en su día se aportaron con la 
demanda, para acreditar la falta de capacidad: certificado literal de nacimiento, informes 
médicos, informes sociales, certificado de minusvalía; y cualquier otro que pueda tener 
relevancia para decidir sobre la incapacitación. 
 
Audiencia de los parientes más próximos: que serán preguntados sobre la situación del 
presunto incapaz, y sobre la persona que consideran idónea para ejercer las funciones de 
tutor o curador. 
 



Fundación Tutelar de La Rioja   8

Exploración del presunto incapaz por el Médico Forense: que emitirá un Informe sobre la 
enfermedad o deficiencia que presenta el interesado, y la incidencia de estos 
padecimientos en su capacidad de obrar. 
  
Examen del presunto incapaz por el Juez: que antes de decidir sobre la incapacidad 
solicitada, se entrevistará con el interesado formándose una primera opinión sobre su 
estado. 
 
¿Qué efectos produce la Sentencia de Incapacitación? 
 
Practicadas todas las pruebas y celebrado el acto de la vista, el Juez dictará Sentencia en 
la que determinará la extensión y límites de la incapacidad solicitada, y establecerá el 
régimen de guarda al que el incapaz debe quedar sometido. 
 
La Sentencia declarará la incapacidad total, en el caso de que se aprecie que el 
demandado no es capaz de cuidar de su persona, ni de administrar sus bienes. 
 
La Sentencia declarará la incapacidad parcial, cuando se estime que el demandado 
puede realizar determinados actos por sí solo, y que es capaz de adoptar algunas 
decisiones que atañen a su persona; pero que, para actos de mayor trascendencia o 
complejidad necesita el auxilio de otra persona. En este supuesto, la Sentencia debe 
especificar qué actos puede el incapaz realizar por sí mismo, y para qué actos necesita 
asistencia. 
 
Como puede apreciarse, la Sentencia de incapacitación debe adecuarse a la protección 
que necesita cada individuo, a sus especiales condiciones, insuficiencias y necesidades 
de apoyo. Asimismo, la incapacitación deberá inscribirse en el Registro Civil y, si es 
necesario, en el Registro de la Propiedad. 
 
Por último, la Sentencia determinará la persona o institución que va a ejercer la guarda 
del incapaz, nombrando tutor o curador al interesado, o bien, prorrogando o 
rehabilitando la patria potestad de sus progenitores. 
 
¿Si una persona está incapacitada significa que ya no puede hacer nada? 
 
La incapacitación legal no conlleva la pérdida de derechos, sino que brinda la 
oportunidad al incapaz de ejercer sus derechos y hacer valer sus intereses a través, o con 
el apoyo, de otra persona. 
 
La Sentencia de incapacitación tiene el efecto de que una persona mayor de edad, vuelve 
a una especial “minoría de edad”, y podrá hacer todo lo que sus padres, o en su caso su 
tutor, le permitan que haga. 
 
Además, tanto si se declara la incapacidad total como la parcial, existen algunos 
derechos personales que el incapacitado conserva siempre que la Sentencia no le prive 
de ellos expresamente. Estos son: 
 

a) El ejercicio del derecho de sufragio.- Cuando la Sentencia no declara lo contrario, 
el incapaz podrá ejercer su derecho al voto. 

 
b) La facultad de hacer testamento notarial.- Si la Sentencia de incapacitación no se 

pronuncia sobre esta cuestión, y el incapaz pretende otorgar testamento, el 
Notario puede autorizar su otorgamiento,  cuando dos facultativos por él 
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designados examinen al incapaz, y respondan de su capacidad para testar en el 
momento en que desea hacerlo. 

 
c) Derecho a contraer matrimonio.- La declaración de incapacidad no impide la 

celebración del matrimonio civil. Corresponde al Juez encargado del Registro 
Civil, previo informe médico de un especialista, apreciar si el contrayente posee 
capacidad para prestar su consentimiento. 

 
d) Firmar un contrato de trabajo.- Las leyes laborales exigen la plena capacidad de 

obrar para celebrar un contrato de trabajo. No obstante, en los supuestos de una 
persona con capacidad limitada basta con la autorización expresa de su 
representante legal.  

 
¿La incapacitación declarada por el Juez es para siempre? 
 
La Ley permite que, sobrevenidas nuevas circunstancias, pueda iniciarse un nuevo 
proceso con el objeto de dejar sin efecto la incapacitación, o modificar el alcance de la 
establecida. 
 
Esto significa que la incapacitación, en principio, no tiene por qué perdurar toda la vida. 
Sin embargo, no es habitual que una persona recupere su capacidad, pues ello implicaría 
que han desaparecido las enfermedades o deficiencias persistentes, físicas o psíquicas, 
que determinaron la declaración de incapacidad.  
 
Más abundantes son los casos en que se declara una incapacidad parcial, y al agravarse 
los padecimientos con el transcurso del tiempo, se inicia un nuevo proceso para que se 
declare la incapacidad total. 
 
¿Hay que esperar a la Sentencia para obtener la protección del presunto incapaz? 
 
Existe un procedimiento específico para conseguir la inmediata protección de la persona 
y/o de los bienes del presunto incapaz, sin tener que esperar a que se dicte la Sentencia 
de incapacitación. Se trata de la posibilidad de solicitar del Juez, la adopción de las 
medidas de protección que resulten imprescindibles. En ocasiones, será el propio 
Juzgado quien adopte estas medidas si lo estima necesario. 
 
Entre estas medidas podemos citar la de internamiento no voluntario en centro médico-
psiquiátrico, el seguimiento de un tratamiento médico adecuado, el nombramiento de un 
administrador provisional de los bienes del presunto incapaz, la indisponibilidad de las 
cuentas bancarias, el depósito de bienes muebles o valores mobiliarios en un 
establecimiento destinado al efecto, la anotación preventiva de la demanda en el Registro 
de la Propiedad, etc. 
 
Hay que tener presente que estas medidas cautelares estarán vigentes, mientras se decide 
el proceso de incapacitación. Una vez concluido el proceso, la Sentencia deberá 
pronunciarse sobre el mantenimiento o extinción de las medidas cautelares, o bien, su 
sustitución por otras más oportunas. 
 
¿La incapacitación supone el internamiento de la persona declarada incapaz?  
  
La declaración de incapacidad de una persona, no supone el internamiento de ésta en un 
Centro. De hecho, una vez declarada la incapacidad, la persona o entidad que ejerza la 
guarda del incapaz,  –sea la patria potestad, la tutela o la curatela-, debe solicitar del Juez 
la necesaria autorización para internarla. Esto supone que el solicitante tiene que aportar 
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pruebas de la necesidad del internamiento, y entre ellas, los informes médicos que 
establezcan el ingreso como mejor opción terapéutica. 
 
El internamiento puede solicitarse también como medida cautelar, e incluso, sin haberse 
iniciado la incapacitación. 
 
 
III.- LAS INSTITUCIONES DE GUARDA Y PROTECCION DEL INCAPAZ 
 
Declarada la incapacidad, total o parcial, de un individuo mediante Sentencia Judicial, el 
siguiente paso es nombrar a la persona o entidad que le va a representar o, en su caso, 
asistir en todos aquellos ámbitos de la vida y, para todos aquellos actos, que no pueda 
realizar por sí solo. 
 
En este apartado nos referiremos a las distintas figuras de protección de las personas 
incapaces, que establece el ordenamiento jurídico: 
 

! Patria potestad 
! Tutela 
! Curatela 
! Defensor Judicial 
! Guarda de hecho 

 
PATRIA POTESTAD 
 
Procede la patria potestad prorrogada, cuando la persona incapacitada es menor de edad 
y convive con sus padres, o con uno de ellos. En este caso, el Juez que aprecie la 
incapacidad declarará prorrogada la patria potestad a favor de los progenitores, para 
cuando el hijo incapaz alcance la mayor edad.  
 
Se establecerá la patria potestad rehabilitada, si el incapaz es mayor de edad, soltero, y 
vive con sus progenitores, o con uno de ellos. 
 
Las funciones que ejercen los padres son las mismas que si el hijo fuera menor, de modo 
que, lo representan legalmente, administran sus bienes, y velan por él procurándole los 
cuidados y la atención que sean necesarios.    
 
La patria potestad se extingue por la muerte o declaración de fallecimiento de los padres 
o del hijo, por la adopción del menor, por haberse modificado la Sentencia de 
incapacitación declarando el cese de la incapacidad, y por haber contraído matrimonio 
el incapaz. Si al cesar la patria potestad el hijo continúa incapacitado, se constituirá la 
tutela o curatela. 
 
TUTELA 
 
La tutela es la institución de guarda que procede cuando se declara la incapacidad total 
de una persona, para regir su persona y sus bienes, en sustitución de la patria potestad 
ejercida por los padres. 
 
¿Cuál es el procedimiento para el nombramiento de tutor? 
Ya hemos señalado que será en el propio proceso de incapacitación, donde se solicite el 
nombramiento de un tutor. También es posible pedirlo en un proceso posterior e 
independiente, este sistema se utilizaba hasta la reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, pero no supone ventaja alguna para la persona incapacitada. 
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¿Quiénes están sometidos a tutela? 
 
! Los menores no emancipados que no estén bajo la patria potestad. 
! Los incapacitados, cuando la Sentencia lo haya establecido. 
! Los sujetos a la patria potestad prorrogada, al cesar ésta, salvo que proceda la 

curatela. 
 
¿Quiénes pueden ser tutores? 
 
La tutela puede ejercerse por cualquier persona que tenga capacidad de obrar, y esté en 
pleno uso de sus derechos civiles.  
 
No podrán ser tutores: 
 
! Los que estuvieran privados o suspendidos en el ejercicio de la patria potestad. 
! Los que hubieren sido legalmente removidos de una tutela anterior. 
! Los condenados a cualquier pena privativa de libertad, mientras estén 

cumpliendo la condena. 
! Los condenados por cualquier delito que haga suponer fundadamente que no 

desempeñarán bien la tutela. 
! Las personas con imposibilidad absoluta de hecho. 
! Los que tuvieren enemistad manifiesta con el incapacitado. 
! Las personas de mala conducta o que no tuvieran manera de vivir conocida. 
! Los que tuvieren importantes conflictos de intereses con el incapacitado, tengan 

un juicio contra él, o le adeuden sumas de dinero considerables. 
! Los quebrados y concursados no rehabilitados, salvo que la tutela lo sea 

solamente de la persona. 
! Los excluidos expresamente por los padres en testamento o escritura pública, 

salvo que el Juez estime otra cosa en beneficio del incapacitado. 
 
Asimismo, puede nombrarse tutor a las fundaciones y asociaciones sin ánimo de lucro, 
entre cuyos fines figure la protección de las personas incapacitadas. 
 
¿A quién se prefiere para el cargo de tutor? 
 
Conforme establece el Código Civil, para el nombramiento de tutor se preferirá: 
 
! Al designado por el propio tutelado, antes de declararse su incapacidad, en 

escritura pública notarial. 
! Al cónyuge que conviva con el tutelado. 
! A los padres. 
! A la persona o personas designadas por los padres en su testamento. 
! Al descendiente, ascendiente o hermano que designe el Juez. 

 
El Juez tiene potestad para alterar este orden de preferencia, y puede incluso prescindir 
de todas las personas mencionadas, si con ello se beneficia a la persona incapacitada. 
 
¿Es obligatorio el cargo de tutor? 
 
Una vez que el juzgado nombra a una persona tutor, existe la obligación de ejercer las 
funciones que le son propias. Después del nombramiento, el tutor debe acudir al juzgado 
a tomar posesión de su cargo, firmando que lo acepta. Sin embargo, la persona 
designada puede alegar la concurrencia de alguna causa que le impida su ejercicio. Son 
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causas de excusa: la edad, padecer una enfermedad, ocupaciones personales o 
profesionales, la falta de vínculos entre tutor y tutelado, o cuando resulta excesivamente 
gravoso su ejercicio. 
 
Si el Juez admite la causa de excusa, se procederá a nombrar un nuevo tutor. 
 
¿Qué funciones tiene el tutor? 
 
El tutor es el representante legal de la persona tutelada. Esto significa que el tutelado 
puede suscribir escrituras, concertar contratos, solicitar prestaciones, o realizar cualquier 
otro acto con trascendencia jurídica, siempre que actúe a través de su tutor que firmará 
en su nombre. Por lo tanto, los actos que efectúe el incapaz sin la asistencia de su tutor 
serán nulos y carecerán de validez legal. 
La tutela se extiende: 
 
! A la protección personal del tutelado, promoviendo la adquisición o 

recuperación de su capacidad, y su mejor inserción en la sociedad. Cuando sea 
menor se le procurará una educación y formación integral. El tutor debe también 
velar por el tutelado y procurarle alimentos. Pero esto no significa que el tutor 
deba llevarse al tutelado a su casa, ni que tenga que alimentarlo con cargo a su 
patrimonio personal. Se trata de que al incapaz no le falte lo necesario, 
atendiendo a sus circunstancias económicas personales, cuidando que tenga una 
calidad de vida digna. 

 
! A la administración del patrimonio del tutelado, como lo haría un buen padre de 

familia y siempre en beneficio exclusivo del incapaz.  
 
Estas funciones se ejercen bajo la supervisión del Juez y del Ministerio Fiscal. De este 
modo, el tutor tiene que solicitar autorización judicial previa para: 
 
! Internar al tutelado en un centro de salud mental, o de educación o formación 

especial. 
! Vender o gravar bienes inmuebles (fincas, casas), establecimientos mercantiles o 

industriales (tiendas, comercios, fábricas), objetos preciosos (joyas, obras de arte) 
y valores mobiliarios (acciones o participaciones en empresas), excepto el 
derecho de suscripción preferente de acciones. 

! Celebrar contratos en nombre del tutelado, o actos que deban inscribirse en el 
Registro de la Propiedad.  

! Renunciar derechos, transigir o someter a arbitraje cuestiones en las que el 
tutelado estuviese interesado. 

! Aceptar sin beneficio de inventario o repudiar una herencia u otras liberalidades. 
! Hacer gastos extraordinarios en los bienes. 
! Interponer una demanda en nombre del tutelado, salvo que el asunto sea urgente 

o de escasa cuantía. 
! Ceder bienes en arrendamiento por tiempo superior a 6 años. 
! Dar y pedir dinero a préstamo. 
! Disponer a título gratuito, o lo que es lo mismo sin recibir nada a cambio, de 

bienes o derechos del tutelado. 
! Ceder a terceros los créditos que el tutelado tenga contra el tutor, o adquirir a 

título oneroso, es decir, mediante pago, los créditos de terceros contra el tutelado. 
 

Antes de autorizar estas operaciones el Juez solicitará informe del Ministerio Fiscal, y oirá 
al tutelado si lo estima oportuno. 
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Las particiones de herencia y la división de la cosa común realizadas por el tutor, deben 
presentarse al Juez para su aprobación. 
 
¿Qué obligaciones asume el tutor? 
 
Para evitar que el tutor pueda adoptar decisiones arbitrarias, o que perjudiquen al 
tutelado, se le imponen las siguientes obligaciones:  
! Hacer inventario de los bienes del tutelado, en los 60 días siguientes a aquel en 

que aceptó la tutela. Este inventario debe ser aprobado por el Juez, y contendrá 
todos los bienes y derechos propiedad del tutelado, así como las deudas y cargas 
de las que deba responder. 

 
! Informar anualmente al juzgado de la situación personal y patrimonial del 

tutelado, y rendir la cuenta anual de su administración. En cualquier momento el 
juzgado puede exigir del tutor, que informe sobre la situación del incapaz. 

 
! Rendición final de cuentas que deberá presentarse ante el juzgado al cesar en las 

funciones de tutor, en el plazo de los 3 meses siguientes.  
 

¿Qué derechos tiene el tutor? 
 
La persona tutelada debe respeto y obediencia al tutor, que puede solicitar el auxilio de 
la autoridad en el ejercicio de su cargo. 
 
Además, el tutor tiene derecho a una retribución, siempre que el patrimonio del tutelado 
lo permita. Es el Juez el que, previa solicitud del interesado, determina el importe de la 
remuneración dependiendo del trabajo que el tutor deba realizar, y del valor y 
rentabilidad de los bienes del tutelado. 
Asimismo, el tutor tiene derecho a ser indemnizado por los daños y perjuicios que sufra 
en el ejercicio de la tutela, sin culpa por su parte, con cargo a los bienes del tutelado. 
 
¿Cuándo termina la tutela? 
 
La tutela concluye: 
 
! Cuando el menor de edad cumple 18 años, salvo que con anterioridad hubiera 

sido judicialmente incapacitado. 
! Por la adopción del tutelado menor de edad. 
! Por la concesión al menor del beneficio de la mayor edad. 
! Cuando se hubiera originado la tutela por la suspensión o privación de la patria 

potestad, y el titular de ésta la recupere. 
! Por fallecimiento del tutor y/o de la persona sometida a tutela. 
! Al dictarse la resolución judicial que ponga fin a la incapacitación, o que 

modifique la sentencia de incapacitación sustituyendo la tutela por la curatela. 
 
CURATELA 
 
La curatela es la institución de guarda que se establece cuando se declara la incapacidad 
parcial de una persona. La incapacidad parcial supone que la persona conserva cierto 
grado de autogobierno o autonomía, que le permite adoptar las decisiones más sencillas 
sobre su persona y/o bienes. 
 
¿Cuál es el procedimiento para su nombramiento? 
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Es el mismo que el de la tutela, determinándose en la sentencia de incapacitación el 
sometimiento del incapaz a curatela, en atención al porcentaje de capacidad que 
mantiene. 
 
¿Quiénes están sometidos a curatela? 
 
! Los emancipados cuyos padres fallecieren o quedaran impedidos para el ejercicio 

de la asistencia prevenida por la Ley. 
! Los que obtuvieren el beneficio de la mayor de edad. 
! Los declarados pródigos. 
! Las personas a quienes la sentencia de incapacitación o, en su caso, la resolución 

judicial que la modifique coloquen bajo esta forma de protección en atención a 
su grado de discernimiento. 

 
¿Quiénes pueden ser curadores? 
 
En cuanto a las personas e instituciones que pueden ser curadores, las causas que 
impiden ser curador, las excusas para el ejercicio de la curatela, y las obligaciones y 
derechos que conlleva el cargo, son las mismas que para el tutor. 
 
¿Qué funciones tiene el curador? 
 
El curador, a diferencia del tutor, no es el representante legal del incapacitado. La misión 
del curador es asistir al incapaz y complementar su capacidad, en aquellos actos que no 
pueda realizar por sí mismo.  
 
Los actos en que se considera necesaria la intervención del curador, deben quedar 
delimitados en la sentencia que haya establecido la curatela. Cuando la sentencia no 
específica el alcance de la curatela, se entiende que el curador tiene que asistir a su 
pupilo en los mismos actos que el tutor necesita autorización judicial (Ver apartado: 
¿Qué funciones tiene el tutor?).   
 
En ocasiones la curatela se ciñe a la administración de los bienes. En estos casos, el 
curador asistirá al incapaz en la administración ordinaria y, también, en la realización de 
negocios jurídicos que el curatelado por sí, no puede efectuar. Esto supone que para 
firmar escrituras públicas o suscribir contratos, debe intervenir el curador junto con el 
incapacitado, impidiendo así que otras personas puedan aprovecharse de su impericia. 
 
Otras veces, la curatela se refiere a la esfera estrictamente personal, y requiere del 
curador la asistencia, por ejemplo, para el seguimiento del tratamiento médico por parte 
del incapacitado. Tiende a someterse a esta clase de curatela a las personas que padecen 
enfermedades, que si bien a priori las incapacitan, pueden controlarse a través de un 
tratamiento farmacológico permitiéndoles llevar una vida normal. Las dificultades surgen 
cuando la persona no tiene conciencia de su enfermedad (como ocurre en algunas 
personas con enfermedad mental), o simplemente, cuando se niega a tomar la 
medicación. 
 
En el caso de existir discrepancias entre el sometido a curatela y el curador, en un asunto 
en que éste último deba intervenir, tendrá que solicitarse el auxilio judicial. 
 
¿Cuándo termina la curatela? 
 
El Código Civil no establece nada al respecto, sin embargo, podemos señalar que la 
curatela concluirá: 
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! Cuando el menor de edad cumple 18 años, salvo que con anterioridad hubiera 

sido judicialmente incapacitado.  
! Por la adopción del menor de edad sometido a curatela. 
! Por fallecimiento del curador y/o de la persona sometida a curatela. 
! Al dictarse la resolución judicial que ponga fin a la incapacitación, o que 

modifique la sentencia de incapacitación sustituyendo la curatela por la tutela. 
 
DEFENSOR JUDICIAL 
 
El defensor judicial es una figura de guarda que se caracteriza por su actuación 
provisional y transitoria. Su cometido es representar, o en su caso, asistir al incapaz en 
situaciones en que no pueden hacerlo sus progenitores, el tutor o el curador, o cuando 
éstos no existen.  
 
¿Cuál es el procedimiento para su nombramiento? 
 
Es el Juez quien nombrará un defensor judicial, previa la tramitación del oportuno 
procedimiento, cuando lo considere conveniente para la protección de la persona 
incapaz y/o de sus bienes.  
 
¿Cuándo es necesario nombrar un defensor judicial? 
 
Pueden distinguirse las siguientes circunstancias: 
 

1. Cuando en algún asunto exista un conflicto de intereses entre el incapacitado y 
sus representantes legales -padres o tutor-, o el curador. 

  
2. Cuando el tutor, o el curador, haya sido destituido de su cargo, mientras se 

nombra a otra persona para desempeñarlo. 
 

3. Cuando el tutor, o el curador, haya alegado alguna causa de excusa para no 
seguir ejerciendo la guarda, mientras se nombra a otra persona que lo sustituya. 

 
4. Durante el proceso judicial de incapacitación, el Ministerio Fiscal actuará como 

defensor judicial del presunto incapaz, asumiendo su representación y defensa. 
En los casos en que el propio Ministerio Fiscal inicia el pleito, si el presunto 
incapaz no comparece a defenderse en el plazo establecido, se nombrará un 
defensor judicial que le represente en el juicio mediante procurador, y asuma su 
defensa a través de abogado.      

 
¿Quiénes pueden ser defensores judiciales? 
 
Si se trata de la guarda ejercida por ambos padres, y el conflicto de intereses existe sólo 
con uno de ellos, corresponderá al otro representar y amparar al incapacitado por Ley, 
sin necesidad de que lo nombre el Juez. 
 
En los demás casos, las personas e instituciones que pueden ser defensores judiciales, las 
causas que impiden ser defensor judicial, las excusas para el ejercicio de la defensa 
judicial, y las obligaciones y derechos que conlleva el cargo, son las mismas que para el 
tutor y el curador. 
 
¿Qué funciones tiene el defensor judicial? 
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El defensor judicial tendrá las funciones que le haya asignado el Juez, dependiendo de 
las necesidades que motivaron su nombramiento. 
 
Puede que su actuación sólo sea necesaria para un asunto concreto, por ejemplo, la 
firma de una escritura pública. O que sea requerido para ejercer la administración 
provisional de los bienes del incapaz. En el supuesto de que sustituya transitoriamente al 
tutor, asumirá la guarda de la persona incapaz y de sus bienes.  
 
¿Cuándo termina la defensa judicial? 
 
Cuando concluya el cometido para el que fue designado, o cuando se nombra tutor o 
curador al incapaz tras aceptarse el cargo, según los casos. 
 
El defensor judicial debe rendir cuentas de su gestión al Juez una vez finalizada. 
 
LA GUARDA DE HECHO 
  
La guarda de hecho pretende regular la situación que se produce cuando una persona 
distinta de los progenitores, sin estar designada para ello por el juzgado, asume la 
protección de la persona y bienes de un menor o de un presunto incapaz.  
 
La realidad nos muestra que no todas las personas afectadas por una incapacidad natural 
para regirse, están incapacitadas judicialmente y sometidas a tutela o curatela. Muchos 
incapaces se encuentran al cuidado de un familiar, de un vecino, de un amigo o de un 
centro asistencial que, en la práctica, ejercen las funciones de un tutor o curador. 
Teniendo presente que no es posible, ni en ocasiones oportuno, incapacitar a todos los 
discapacitados se hace necesario establecer la figura de la guarda de hecho. 
 
La guarda de hecho posibilita que el Juez fiscalice la actuación de personas que ejercen 
la guarda de un menor o incapaz, aún sin haber sido nombradas tutor o curador.  
 
¿Qué funciones tiene el guardador de hecho? 
 
El guardador de hecho no es el representante legal del presunto incapaz, no puede 
sustituirlo en negocios patrimoniales ni actuar por él en actos personales. 
 
En el ámbito personal, cuando el presunto incapaz lo precise, el guardador de hecho 
tiene el deber de cuidarlo, preocupándose de su alimentación, asistencia médica, 
formación y, en la medida en que sea posible, promoviendo la adquisición o 
recuperación de su capacidad. 
 
En el ámbito patrimonial, administra los bienes del presunto incapaz, pero no puede 
venderlos, ni arrendarlos, ni realizar ningún otro acto de disposición sobre los mismos. Sí 
puede efectuar pagos ordinarios como los suministros de agua, luz o gas, o el coste de la 
estancia en un centro, preferiblemente a través de una domiciliación bancaria. 
 
La guarda de hecho se ejerce de forma gratuita. Sin embargo, el Juez puede reconocer el 
derecho del guardador a ser indemnizado por los gastos y perjuicios que se le hubieran 
ocasionado, con cargo a los bienes del presunto incapaz. 
 
¿Qué obligaciones asume el guardador de hecho? 
 
Cuando el Juez conozca la existencia de un guardador de hecho, puede requerirle para 
que informe sobre la situación de la persona y de los bienes del presunto incapaz, y de 
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su actuación respecto a los mismos. De este modo, aún cuando no existe la obligación 
de practicar inventario y rendir cuentas anuales, como ocurre en la tutela, será 
conveniente que el guardador de hecho haya confeccionado un inventario de los bienes 
del presunto incapaz, y lleve su administración clara y ordenadamente. 
 
¿Cuándo termina la guarda de hecho? 
 
! Cuando el presunto incapaz recupere su razón.  
! Por la muerte o declaración de fallecimiento del guardador de hecho o del 

presunto incapaz.  
! Cuando la autoridad judicial sustituya al guardador de hecho, bien 

transitoriamente por un defensor judicial, bien de modo definitivo por un tutor o 
curador. 

 
 
IV.- LA AUTOTUTELA 
 
Se conoce con el nombre de “Autotutela” a la oportunidad que tiene una persona capaz 
de obrar, para adoptar las disposiciones que estime convenientes en previsión de su 
propia futura incapacitación. 
 
La Autotutela se introduce en nuestro ordenamiento jurídico por la Ley 41/2003, de 18 
de noviembre, con la pretensión de mejorar el tratamiento jurídico de las personas con 
discapacidad. En este sentido, se modifica la legislación civil estableciendo las siguientes 
posibilidades: 
 
1.- Otorgar documento público notarial, adoptando cualquier disposición relativa a su 
propia persona o bienes, incluida la designación de tutor.- Es decir, cualquier persona 
con capacidad de obrar puede acudir al Notario y dejar dispuesto en una escritura 
pública quién quiere que sea su tutor, dónde quiere ser asistido o residir, o cómo deben 
administrarse sus bienes, en el supuesto de que resulte incapacitado. Esta posibilidad 
puede resultar muy importante, sobre todo en el caso de enfermedades degenerativas. 
 
2.- Designar a la persona que ha de ser su tutor.- Se modifica el orden de preferencia 
para el nombramiento de tutor, estableciendo en primer lugar al designado por el propio 
tutelado en escritura pública. El Juez podrá prescindir de la persona designada, cuando 
hayan sobrevenido nuevas circunstancias que no fueron tenidas en cuenta al efectuar la 
designación, y así convenga al interés del incapacitado. 
 
El Notario comunicará de oficio la existencia de estos documentos públicos al Registro 
Civil, para que quede indicado su otorgamiento en la inscripción de nacimiento del 
interesado. Cuando se inicia un proceso de incapacitación el Juez recabará certificación 
del Registro Civil, a fin de comprobar si existen esta clase de escrituras públicas.  
 
3.- Otorgar mandato para el caso de incapacidad del mandante.- Se introducen cambios 
en la regulación del contrato del mandato, haciendo posible que el poder dado por una 
persona capaz a favor de otra subsista, aún cuando quien lo hubiera otorgado sea 
incapacitado con posterioridad, siempre que el mandato contenga esta disposición de 
manera expresa. 
 
4.- Promover el juicio de incapacitación por el propio interesado.- El presunto incapaz 
podrá iniciar el proceso a través de procurador que lo represente, y abogado que lo 
defienda. Si carece de bienes suficientes para iniciar el juicio, puede solicitar el beneficio 
de Asistencia Jurídica Gratuita. 
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V.- OTRAS ACTUACIONES DE LA FAMILIA EN BENEFICIO DEL INCAPAZ. ESPECIAL 
REFERENCIA A LA FIGURA DEL PATRIMONIO PROTEGIDO. 
 
Una de las mayores inquietudes de los padres y demás familiares de personas 
discapacitadas, es qué ocurrirá con éstas en el futuro cuando ellos falten. La 
preocupación se centra en garantizar al hijo incapacitado unos cuidados personales, y 
los suficientes recursos materiales para que pueda mantener una buena calidad de vida.  
 
La Ley ofrece a los progenitores varios modos de alcanzar esta finalidad de protección y 
previsión. Veamos cuáles: 
   
EL TESTAMENTO 
 
Es conveniente que las personas que tienen hijos discapacitados hagan testamento. A 
través de las disposiciones testamentarias, se permite a los padres adoptar decisiones que 
amparen al descendiente incapaz en el aspecto personal y en el patrimonial. 
 
En la esfera personal los progenitores pueden: 
 
! Establecer disposiciones respecto a la forma de vida y cuidados de su hijo, su 

salud, educación, formación o residencia. 
! Designar tutor de su hijo a una persona física o a una institución. Esta decisión 

debe tenerse en cuenta por el juzgado al constituir la tutela, salvo que el 
beneficio del incapaz aconseje otro nombramiento. 

! Excluir a una persona del cargo de tutor, establecer órganos de fiscalización de la 
tutela, y efectuar cualquier otra disposición sobre la persona que se considere 
necesaria. 

 
En la esfera patrimonial tienen facultades para: 
 
! Ampliar la legítima del descendiente incapaz, con el tercio de mejora y/o el de 

libre designación, a fin de que pueda atender sus necesidades económicas. 
! Establecer una sustitución fideicomisaria que podrá gravar la legítima estricta, en 

beneficio del hijo judicialmente incapacitado. Se trata de disponer a favor del 
incapaz, estableciéndose también las personas que adquirirán los bienes que le 
dejó el testador cuando aquél fallezca.  

! Donar o legar a la persona con discapacidad un derecho de habitación sobre la 
vivienda habitual del progenitor, que no se computará para el cálculo de las 
legítimas, cuando el discapacitado convivía con el testador. Este derecho de 
habitación se atribuirá por ministerio de la ley al legitimario discapacitado que lo 
necesite y estuviera conviviendo con el fallecido, salvo que el testador disponga 
otra cosa o lo excluya expresamente. En este caso no es necesario que el 
beneficiario esté incapacitado judicialmente. 

! Legar al discapacitado el usufructo de determinados bienes, dejando la nuda 
propiedad para los hermanos. Mientras vive el incapaz obtiene los frutos y rentas 
que produzcan los bienes, pero no puede venderlos. Al fallecimiento del 
usufructuario los hermanos consolidan la plena propiedad. 

! Hacer uso de la sustitución pupilar o ejemplar. En este supuesto se dispone a 
favor del incapaz en todo o parte de los bienes, y además se indican las personas 
que heredarán su patrimonio cuando fallezca. Como puede apreciarse los padres 
otorgan el testamento de su hijo incapacitado, que quedará sin efecto si el 
incapaz otorga testamento en un intervalo lúcido o después de haber recobrado 
la razón.  
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! Establecer la forma de administrar los bienes, normas, condiciones o 
recomendaciones para la persona que se haga cargo de la tutela, o para el resto 
de herederos. 

 
En definitiva, el testamento puede incluir disposiciones muy diversas, debiendo 
acomodarse a las circunstancias y necesidades del discapacitado y de su familia. Para 
ello, es importante exponer al Notario de modo claro la voluntad del testador y todas las 
dudas que puedan abrigarse. 
 
EL CONTRATO DE ALIMENTOS  
 
En el contrato de alimentos una de las partes se obliga a proporcionar vivienda, 
manutención y asistencia de todo tipo a otra persona durante su vida, a cambio de 
obtener la transmisión de un capital compuesto por cualquier clase de bienes y derechos. 
 
¿Quiénes pueden suscribir el contrato de alimentos? 
 
Por una parte, los progenitores u otros familiares del incapaz, que se obligan a transmitir 
a una persona la titularidad de un patrimonio. Aunque quienes contratan son los 
familiares, se designa como beneficiario a la persona discapacitada. 
 
Por otra, la persona que se obliga a prestar los alimentos al beneficiario mientras éste 
viva, recibiendo a cambio la propiedad de determinados bienes y derechos. 
 
¿Qué finalidad se persigue con el contrato de alimentos? 
 
Asegurar que el beneficiario, llamado por la Ley alimentista, tenga cubierta las 
necesidades de residencia, manutención y asistencia personal hasta su fallecimiento. 
 
La extensión y calidad de los alimentos deben fijarse en el contrato y, salvo pacto en 
contrario, no dependerán de las vicisitudes del capital y necesidades del obligado, ni del 
caudal de quien los recibe. 
 
En caso de que fallezca el obligado a prestar los alimentos, éstos pueden abonarse 
mediante una pensión actualizable que si no está prevista en el contrato fijará el Juez. 
 
¿Cuándo finaliza el contrato? 
 
En caso de incumplimiento por el obligado a prestar alimentos, el alimentista puede 
elegir entre exigir judicialmente su cumplimiento, o resolver el contrato. Si opta por la 
resolución, el alimentante deberá devolver el capital recibido. En cualquier caso, debe 
garantizarse al alimentista un superávit suficiente para constituir, de nuevo, una pensión 
análoga por el tiempo que le quede de vida. 
 
La única causa de extinción prevista en la Ley es la muerte del alimentista o beneficiario. 
 
 
LA LEY DE PATRIMONIO PROTEGIDO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
 
¿Qué es un patrimonio protegido? 
 
Es una nueva solución que ofrece la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, para la 
protección económica de las personas con discapacidad. Consiste en la posibilidad de 
agrupar un conjunto de bienes, dinero y derechos, formando un patrimonio, del que sólo 
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puede ser beneficiaria la persona que se encuentre afectada por una discapacidad física 
mayor del 65%, o por una discapacidad psíquica mayor del 33% (según certificado 
administrativo acreditativo del grado de minusvalía), con independencia de que haya 
sido o no judicialmente incapacitada, y con la finalidad de satisfacer sus necesidades 
vitales. 
 
¿Quién puede constituir el patrimonio protegido? 
 
La propia persona discapacitada que vaya a disfrutar del patrimonio podrá constituirlo, 
siempre que conserve su capacidad de obrar. 
  
También pueden constituirlo sus padres, tutores, curadores, o guardadores de hecho. En 
todo caso, se requiere una aportación inicial de dinero, u otra clase de bienes o 
derechos, a título gratuito. Una vez constituido, cualquier persona puede efectuar 
aportaciones al mismo, siempre a título gratuito. 
 
¿Cómo se constituye? 
 
Es necesaria escritura pública otorgada ante Notario, donde se harán constar las reglas 
de administración del patrimonio que resulten más adecuadas, según las necesidades de 
la persona con discapacidad y los bienes aportados. Asimismo, debe determinarse en la 
escritura el momento en que comenzará su uso, bien al fallecimiento de los progenitores, 
o incluso en vida de éstos. 
 
Para que surta plenos efectos frente a terceras personas será necesaria su inscripción en 
el Registro Civil, y en el Registro de la Propiedad -en el que además se transcribirán las 
normas de su administración-. 
 
La Ley contempla dos sistemas de constitución, que pueden acumularse entre sí: 
 
El Patrimonio de Gasto, si lo que se pretende es proporcionar al discapacitado un flujo de 
rentas disponibles que cubran sus necesidades cotidianas, a modo de una pensión 
alimenticia. Se trata de asegurarle, hasta donde sea posible, un determinado nivel y 
modo de vida. 
 
Las aportaciones dinerarias son las más apropiadas, para proporcionar a las personas 
dependientes rentas que gastar, pudiendo integrarse también con títulos valores, 
derechos de arrendamiento, uso de bienes muebles e inmuebles, la asistencia personal o 
cuidados de terceros. 
 
 
El Patrimonio de Ahorro, si se quiere que el discapacitado sea dueño de un patrimonio 
importante y perdurable, que le proporcione autonomía, independencia y autosuficiencia 
económica.  
 
Queda integrado por la propiedad y los derechos de goce y disfrute de bienes inmuebles, 
y las grandes sumas de dinero que permitan a la persona discapacitada generar ahorro, o 
en su caso, hacer inversiones de previsión como seguros de vida, o planes de pensiones.  
 
¿Quién administra el patrimonio protegido? 
 
Conviene distinguir dos supuestos: 
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1. Cuando el patrimonio se constituye por la persona con discapacidad.- El beneficiario 
que conserve su capacidad de obrar, puede establecer y modificar las reglas para la 
gestión de su patrimonio protegido, así como nombrar y sustituir a su administrador, 
cuantas veces desee. También podrá determinar el modo de supervisar la administración 
del patrimonio. 
 
2. Cuando el patrimonio se constituye por persona distinta de su beneficiario.- Será la 
propia persona que ha constituido el patrimonio protegido quien lo administre, o quien 
designará un administrador. Además, en las reglas de administración se debe establecer 
la necesidad de recabar autorización judicial, para los mismos supuestos en que el tutor 
debe solicitarla respecto de los bienes del tutelado (Ver apartado: ¿Qué funciones tiene el 
tutor?). No será necesaria la subasta pública para enajenar los bienes o derechos 
incluidos en el patrimonio. 
 
Con independencia del sistema de supervisión de la administración dispuesto por el 
constituyente del patrimonio, la Ley encomienda esta misión al Ministerio Fiscal en dos 
formas: 
 

A. Una supervisión permanente y general, consistente en la obligación del 
administrador, salvo que se trate del propio beneficiario o sus progenitores, de 
presentarle anualmente una relación de su gestión y el inventario de bienes y 
derechos del patrimonio protegido. 

B. Una supervisión esporádica y concreta, cuando las circunstancias concurrentes 
lo hagan preciso, pudiendo instar del Juez la adopción de las medidas que 
estime pertinentes en beneficio de la persona con discapacidad. 

 
¿Cómo se extingue? 
 
El patrimonio protegido se extinguirá: 
 
! Por la muerte o declaración de fallecimiento de su beneficiario. 
! Cuando el beneficiario deje de padecer una minusvalía en los grados establecidos 

por la Ley. 
! Por decisión judicial cuando así convenga al interés de la persona con 

discapacidad. 
 
¿Qué régimen fiscal se aplica a los patrimonios protegidos? 
 
Por último, la Ley modifica determinadas normas fiscales estableciendo una serie de 
medidas para favorecer las aportaciones a los patrimonios protegidos a título gratuito. 
 
En concreto, se reforma la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades y la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, con la finalidad de regular el régimen tributario aplicable 
al discapacitado, titular del patrimonio protegido, por las aportaciones que se integren en 
éste; y a las personas que aportan al patrimonio por las disposiciones que realicen.  
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ANEXO NORMATIVO 
 
ESTATUTOS DE LA FUNDACIÓN TUTELAR DE LA RIOJA (otorgados el 16 de mayo de 2003) 
 
TITULO I DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Denominación y naturaleza. 
Con la denominación de “Fundación Tutelar de La Rioja”se constituye una organización de 
naturaleza fundacional, sin ánimo de lucro, cuyo patrimonio se afecta a la realización de los fines 
de interés general que le son propios. 
 
Artículo 2. Personalidad y capacidad. 
La Fundación, una vez inscrita la escritura en el registro de Fundaciones, tiene personalidad 
jurídica propia y plena capacidad para obrar, pudiendo realizar, en consecuencia, todos los actos 
que sean necesarios para el cumplimiento de la finalidad para la que ha sido creada, con sujeción 
a lo establecido en el ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 3. Régimen. 
La Fundación se regirá por la Ley de Fundaciones, Ley 50/2002 por las demás disposiciones 
legales vigentes, por la voluntad del Fundador manifestada en estos Estatutos, por el Real Decreto 
Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre por el que se aprueba la Ley General Presupuestaria y 
por las normas y disposiciones que establezca el Patronato en interpretación y desarrollo de los 
mismos. 
 
Artículo 4. Ámbito territorial y domicilio. 
La Fundación desarrollará sus actuaciones en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de la 
Rioja, sin perjuicio de realizar fuera de este ámbito cuantas actuaciones fuesen necesarias para el 
cumplimiento de sus fines siempre que sea en beneficio de personas residentes dentro de la 
Comunidad Autónoma de la Rioja. También podrá colaborar con entidades u otros organismos. 
 
El domicilio de la Fundación se fija en Logroño calle Jorge Vigón número 15 1º Izqda., 
dependencias adscritas a la Consejería de Salud y Servicios Sociales. El domicilio podrá ser 
trasladado mediante Acuerdo del Patronato de la Fundación de conformidad con las disposiciones 
que resulten de aplicación. 
 
TITULO II FINES Y OBJETO DE LA FUNDACIÓN 
 
Artículo 5. Principio general. 
La fundación promoverá la sensibilización social para fomentar el respeto a los derechos de las 
personas mayores de edad incapacitadas judicialmente y su mayor integración y normalización en 
la sociedad. 
 
Artículo 6. Otros principios de actuación. 
La actuación de la Fundación será siempre subsidiaria de la que corresponde a los familiares y 
parientes del incapacitado, y a falta de otras personas o instituciones que se hagan cargo de la 
tutela. En todo caso, la Fundación actuaría siempre que lo determine la autoridad judicial. 
 
Artículo 7. Fines 
Son fines de la Fundación: 
1. El ejercicio inexcusable de la Tutela y Curatela de las personas mayores de edad incapacitadas 
judicialmente, residentes en la Comunidad Autónoma de La Rioja, en los términos fijados por el 
Código Civil, cuando la autoridad judicial encomiende dicho ejercicio a la Comunidad 
Autónoma, así como la administración de sus bienes. 
2. La guarda y protección de los bienes de los menores desamparados tutelados por la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. 
3. La asunción, en su caso, de la Defensa Judicial de los residentes en la Comunidad Autónoma de 
La Rioja sobre los que se haya iniciado un proceso de incapacitación, así como el ejercicio de 
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cuantas funciones determine la autoridad judicial en medidas provisionales de defensa y 
protección personal y patrimonial de presuntos incapaces en situación de desamparo. 
4. Procurar la integración de los tutelados en su propio medio social. 
5. Proporcionar la atención personal del incapacitado, velando por su cuidado, rehabilitación y 
recuperación, facilitándole los recursos asistenciales disponibles. 
6. Orientar y asesorar a las personas que ejerzan funciones tutelares. 
 
Artículo 8. Funciones 
La Fundación realizará, entre otras, las siguientes funciones: 
1. Suscribir convenios o protocolos de colaboración con instituciones públicas o privadas cuyos 
fines sean idénticos o similares a los de la Fundación. 
2. Suscribir contratos con personas físicas o jurídicas, públicas o privadas. 
3. Coordinar sus actividades con otras realizadas por las Administraciones Públicas u otras 
instituciones orientadas a los mismos fines y/o objetivos. 
4. Poner en conocimiento del Ministerio Fiscal la existencia de posible causa de incapacitación en 
un una persona. Este hecho se deberá comunicar a los familiares del presunto incapaz, si se 
conocieren. 
5. Comunicar al órgano judicial competente los hechos que pudieran dar lugar a causas de 
inhabilidad o remoción de tutores y curadores. 
6. Ejercitar todo tipo de acciones en defensa de los derechos de los sometidos a tutela, curatela o 
guarda de hecho; y oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda. 
7. Administrar el patrimonio de los tutelados y, en su caso, hacer las reclamaciones de alimentos 
cuando proceda. 
8. Constituirse en guardador de hecho, cuando las circunstancias personales o sociales así lo 
requieran. De esta situación se deberá dar cuenta a la autoridad judicial, a los efectos legales 
pertinentes. 
9. Apoyar y asesorar a las personas que tengan encomendadas funciones tutelares, o que ejerzan 
la patria potestad prorrogada. 
10. Administrar el patrimonio de los menores desamparados tutelados por la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. 
11. Establecer conciertos, convenios-programa y contratos con personas físicas y jurídicas para el 
desarrollo de actividades y prestaciones a favor de los beneficiarios de la Fundación. 
 
En todo caso la Fundación actuará siempre en interés de las personas incapacitadas. 
 
 
TITULO III REGLAS BÁSICAS PARA EL CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS FUNDACIONALES 
 
Artículo 9. Libertad de actuación 
El Patronato tendrá plena libertad para determinar las actividades de la Fundación tendentes a la 
consecución de aquellos objetivos concretos que a juicio de aquel y dentro del cumplimiento de 
sus fines, sean los más adecuados o convenientes en cada momento. 
 
Nadie podrá alegar frente a la Fundación derecho preferente a gozar de sus beneficios ni imponer 
su atribución a persona o entidad determinada siempre y cuando la preferencia no esté recogida 
en norma objetiva que regule programas concretos de la Fundación. 
 
Artículo 10. Destino de rentas e ingresos 
A la realización de los fines fundacionales deberá ser destinado, al menos el ochenta y cinco por 
cien de los resultados de las explotaciones económicas que se desarrollen y de los ingresos que se 
obtengan con cualquier otro concepto, deducidos los gastos realizados para la obtención de tales 
resultados o ingresos debiendo destinar el resto a incrementar bien la dotación o bien las reservas 
según acuerdo del Patronato. 
 
Se entiende por gasto de administración los directamente ocasionados por la administración de los 
bienes y derechos que integran el patrimonio de la Fundación, y aquellos otros de los que los 
patronos tienen derecho a resarcirse de acuerdo con el art. 15 de la Ley 50/2002. 
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La Fundación podrá hacer efectivo el destino de la proporción de las rentas e ingresos a que se 
refiere el apartado anterior en el plazo de 4 años. El plazo para el cumplimiento de esta 
obligación será comprendido entre el inicio del ejercicio en que se hayan obtenido los respectivos 
resultados de ingresos y los 4 años siguientes al cierre de dicho ejercicio. 
 
Las aportaciones efectuadas en concepto de dotación patrimonial, bien sea la inicial, bien las 
aportadas en un momento posterior, no serán computables a los efectos de lo previsto en este 
apartado. 
 
TITULO IV BENEFICIARIOS 
 
Artículo 11. Beneficiarios 
Los beneficiarios serán aquellas personas que, residiendo en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, reúna alguna de las siguientes condiciones:  
1. Ser mayor de edad y estar legalmente incapacitado por la autoridad judicial competente, o estar 
pendiente de iniciar o finalizar un proceso de incapacitación. 
2. Ser menor desamparado tutelado por la Comunidad Autónoma de La Rioja, en cuanto a la 
administración de su patrimonio. 
 
TITULO V RÉGIMEN ECONÓMICO 
 
Artículo 12. Recursos Económicos 
Los recursos económicos de la Fundación estarán integrados por: 
1. Las transferencias y subvenciones que anualmente se consignen a su favor en los presupuestos 
de la Comunidad Autónoma, o en los de otros Organismos públicos y otras entidades del sector 
público. 
2. Los ingresos que se produzcan por la realización de sus actividades, así como las retribuciones 
que perciban por el desempeño del cargo de tutor. 
3. Las subvenciones, aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados que se otorguen a 
su favor por entidades e instituciones públicas o privadas, así como por particulares. 
4. Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los frutos, rentas o intereses de los 
mismos. 
5. Cualesquiera otros recursos económicos que pudiera percibir conforme a la legislación vigente 
 
TITULO VI ÓRGANOS DE GOBIERNO Y REPRESENTACIÓN Y ÓRGANOS DE GESTIÓN 
 
Artículo 13. Órganos. 
1. La Fundación se articula en órganos de gobierno y de representación y órganos de gestión. 
2. El Órgano de Gobierno y representación de la Fundación será el Patronato. El Órgano de 
Gestión es el Director/a Gerente. 
 
CAPITULO I: Órgano de Gobierno y representación. El Patronato 
 
Artículo 14. El Patronato. 
El Patronato es el primer órgano máximo de gobierno y representación de la Fundación que 
ejecuta las funciones que le corresponden con sujeción a lo dispuesto en el Ordenamiento 
Jurídico y en los presentes Estatutos, garantizando la correcta adecuación de sus tareas a los fines 
fundacionales. 
El Patronato se regirá por los presentes Estatutos y podrá completar y concretar sus propias normas 
de funcionamiento. 
 
Artículo 15. Composición. 
1. El Patronato está integrado por el Presidente, Vicepresidente, los vocales y un secretario. 
Además tendrá un Presidente Honorífico. 
2. Será Presidente Honorífico de la Fundación el Excelentísimo Señor Presidente de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. 
3. Será Presidente del Patronato el Consejero del Gobierno de La Rioja competente en materia de 
Servicios Sociales. 
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4. Será Vicepresidente el Director General competente en materia de Servicios Sociales. 
5. Serán vocales del Patronato: 
a) El Director General competente en materia de Presupuestos  
b) El Director General competente en materia de Salud. 
c) El Director General competente en materia de relaciones con la Admón de Justicia. 
d) El Secretario General Técnico de la Consejería competente en materia de Servicios Sociales. 
e) El Presidente de la Federación Riojana de Municipios y Provincias. 
f) Dos representantes de las Asociaciones de la Rioja: un representante de las asociaciones de 
discapacitados y un representante de las asociaciones de personas mayores, designados por el 
órgano competente a propuesta de los Consejos Sectoriales respectivos. 
 
Los Vocales que lo sean por razón del cargo que ocupan podrán delegar en otra persona la 
asistencia a las reuniones. Cuando la delegación se produzca por un alto cargo de la 
Administración Autonómica, ésta habrá de recaer en funcionario que desempeñe el puesto de Jefe 
de Servicio u otro del mismo nivel. 
 
6. El Secretario será el Director Gerente de la Fundación, con voz pero sin voto. 
 
Artículo 16. Funciones del Presidente 
El Presidente tiene las siguientes atribuciones: 
1. Ejercer la representación institucional de la Fundación y su Patronato. 
2. Proponer los planes generales de actuación de la Fundación. 
3. Elaborar y elevar al Patronato la memoria anual de actividades y el anteproyecto de 
presupuesto. 
4. Proponer el nombramiento y cese del Director Gerente, así como controlar su actuación una 
vez nombrado. 
5. Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias del Patronato y la fijación 
del orden del día, teniendo en cuenta, en su caso las peticiones de los demás miembros 
formuladas con la suficiente antelación. 
6. Presidir las sesiones del Patronato, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlo por 
causas justificadas. 
7. La autorización previa de las órdenes de pago por importe superior a 6.010,12 euros y de las 
convocatorias de las contrataciones laborales. 
8. Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos del Patronato. 
9. Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del Patronato 
10. Ejercer cualquier otra función que le encomiende el Patronato, y aquellas otras que no estén 
atribuidas a otro órgano. 
 
Artículo 17. El Vicepresidente. 
Son funciones del Vicepresidente: 
1. Sustituir al Presidente en su ausencia, vacante o enfermedad con todas las funciones inherentes 
a dicho cargo. 
2. Colaborar con el Presidente en el desempeño de sus funciones. 
 
Artículo 18. El Secretario. 
Corresponde al Secretario: 
1. Efectuar la convocatoria de las sesiones, por orden de su Presidente, así como las citaciones a 
los miembros del mismo. 
2. Recibir los actos de comunicación de los Patronos con la Fundación. y por tanto, las 
notificaciones, peticiones de datos, certificaciones o cualquiera otra clase de escrito de los que 
debe tener conocimiento. 
3. Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones. 
4. Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados. 
5. La custodia de toda la documentación perteneciente a Fundación. 
 
En los casos de enfermedad, ausencia o cuando el puesto esté vacante, hará las funciones de 
Secretario un técnico de la Dirección General competente en materia de Servicios Sociales 
designado por el Presidente del Patronato. 
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Artículo 19. Los Vocales. 
Los vocales deberán cooperar para el buen funcionamiento de la Fundación. Cuando así lo 
acuerden un tercio o más vocales, podrán solicitar estados de cuentas y supervisar cualesquiera de 
los locales, instalaciones, trabajos y servicios de la Entidad. Se harán cargo de las funciones que el 
Patronato en pleno pudiera delegarles. 
 
Artículo 20. Causas de cese de los patronos. 
a) Por muerte o declaración de fallecimiento, así como por extinción de la persona jurídica. 
b) Por incapacidad, inhabilitación o incompatibilidad de acuerdo con lo establecido en la Ley. 
c) Por cese en el cargo por razón del cual fueron nombrados miembros del Patronato. 
d) Por no desempeñar el cargo con la diligencia prevista en el apartado 1 del artículo 17 de la Ley 
50/2002, si así se declara en resolución judicial. 
e) Por resolución judicial que acoja la acción de responsabilidad por los actos mencionados en el 
apartado 2. E) del artículo 18 de la Ley 50/2002. 
f) Por el transcurso del período de su mandato si fueron nombrados por un determinado tiempo. 
g) Por renuncia, que deberá hacerse mediante comparecencia al efecto en el Registro de 
Fundaciones o bien en documento público o en documento privado con firma legitimada por 
notario, que se hará efectiva desde que se notifique formalmente al Protectorado. 
 
Artículo 21. Responsabilidad de los Patronos. 
1. Los patronos deberán desempeñar el cargo con la diligencia de un representante legal. 
2. Los patronos responderán frente a la Fundación de los daños y perjuicios que causen por actos 
contrarios a la Ley o a los Estatutos o por los realizados negligentemente. 
Quedarán exentos de responsabilidad quienes se opusieran expresamente al acuerdo 
determinante de la misma o quienes prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y 
ejecución, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo conveniente para evitar el 
daño o, al menos, se opusieron expresamente a aquél. 
3. La acción de responsabilidad se entablará, en nombre de la Fundación y ante la autoridad 
judicial: 
a) Por el propio órgano de gobierno de la Fundación, previo acuerdo motivado del mismo, en 
cuya adopción no participará el patrono afectado. 
b) Por el Protectorado. 
c) Por los Patronos disidentes o ausentes, en los términos del apartado 2 del Art. 17 de la Ley 
50/2002, así como por el fundador cuando no fuere Patrono. 
 
CAPITULO II: EL FUNCIONAMIENTO DEL PATRONATO 
 
Artículo 22. Reuniones del Patronato y convocatoria. 
El Patronato se reunirá al menos dos veces al año y cuantas veces sea preciso para la buena 
marcha de la Fundación. Corresponde al Presidente convocar las reuniones del mismo, bien a 
iniciativa propia, bien cuando lo soliciten al menos un tercio de los Patronos. 
 Si solicitada una reunión por un tercio de los Patronos, el Presidente no la convocara en el plazo 
de un mes, las personas solicitantes estarán facultadas para convocarla formalmente, sustituyendo, 
para dicha Convocatoria al Presidente y Secretario. 
 
La convocatoria de las reuniones será cursada por el Secretario por orden del Presidente, con al 
menos diez días de antelación entre la convocatoria y la celebración. Se realizará a través de 
procedimientos rápidos y seguros, debiendo determinar fecha, lugar y hora, en primera 
convocatoria; y la segunda convocatoria media hora más tarde, a la que se adjuntará el orden del 
día. 
 
La documentación correspondiente podrá adjuntarse con la convocatoria de las reuniones. En 
todo caso, los convocados deberán disponer de dicha documentación con al menos cinco días de 
antelación a la fecha de la convocatoria. 
 
No será preciso convocatoria previa cuando se encuentren presentes todos los Patronos y 
acuerden por unanimidad la celebración de la reunión. 
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Artículo 23. Deliberación y toma de acuerdos. 
Para la válida constitución del Patronato, a efectos de la celebración de sesiones, deliberaciones y 
toma de acuerdos, se requerirá la presencia del Presidente y Secretario o persona que le sustituya 
y la de la mitad, al menos, de sus miembros. 
 
En la segunda convocatoria el número de miembros necesarios para constituir válidamente el 
Patronato, será de un tercio. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo, ningún asunto que 
no figure incluido en el orden del día, salvo que sea declarada la urgencia del asunto por el voto 
favorable de la mayoría. Los acuerdos serán adoptados por mayoría de votos. Cada Patrono tendrá 
derecho a un voto. 
 
Artículo 24. Actas. 
El Secretario levantará acta de las sesiones que se celebren que especificará necesariamente las 
personas asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se 
ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos 
adoptados. 
 
En el acta figurará, a solicitud de los respectivos miembros, el voto contrario al acuerdo adoptado, 
su abstención y los motivos que la justifiquen o el sentido de su voto favorable. 
 
Asimismo, cualquier miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención 
o propuesta, siempre que aporte en el acto o en el plazo que señale el Presidente/a, el texto que se 
corresponda fielmente con su intervención, haciéndose constar en el acta o uniéndose copia a la 
misma. 
 
Los miembros que discrepen del acuerdo mayoritario, podrán formular voto particular por escrito, 
en el plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporarán al texto aprobado. 
 
Las actas se aprobarán en la siguiente sesión, pudiendo no obstante, emitir el Secretario/a 
certificación sobre los acuerdos específicos que se hayan adoptado, sin perjuicio de la ulterior 
aprobación del acta. No obstante, los acuerdos surtirán efectos inmediatos cuando se adopten con 
carácter de ejecutivos, lo cual se hará constar en la misma reunión, no siendo entonces de 
aplicación lo dispuesto en la parte primera de este párrafo. 
 
CAPITULO III: Órgano de Gestión: El Director/a Gerente 
 
Artículo 25. Órgano de Gestión. 
1. El órgano encargado de la gestión de la Fundación es el Director/a Gerente, en los términos 
previstos en los presentes Estatutos. 
2. El Director/a Gerente será nombrado/a y cesado/a por el Patronato, a propuesta del presidente. 
3. El titular del órgano de gestión percibirá las retribuciones que establezca el Patronato. 
4. El Director/a Gerente de la Fundación no forma parte del Patronato, pero deberá asistir a todas 
las reuniones del mismo actuando como secretario, con voz y sin voto. 
5. El Director Gerente dispondrá de los medios organizativos y materiales, así como de los 
recursos humanos, técnicos y administrativos precisos para el cumplimiento de sus obligaciones. 
 
Artículo 26. Funciones del Director Gerente. 
El Director Gerente bajo la superior autoridad del Presidente del Patronato tendrá las siguientes 
funciones: 
1. La función principal del Director Gerente consistirá en la gestión ordinaria de la Fundación, 
mediante la ejecución de los acuerdos del Patronato. Igualmente, la relación con los órganos de la 
Administración de Justicia, a través del Letrado correspondiente, en los procesos de incapacitación 
y tutela, así como el ejercicio de la tutela de las personas, incapacitadas legalmente, que se 
encuentren bajo la guarda y custodia de la Fundación. 
2. La Dirección de la Fundación y de su personal. 
3. La ejecución de los planes generales de actuación de la Fundación. 
4. Suscribir los convenios, contratos y protocolos, previa autorización del Patronato. 
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5. La contratación, en nombre de la entidad, así como autorización, disposición de gastos, 
reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos, de acuerdo con las limitaciones previstas 
en el Art.16.7 de los presentes Estatutos. 
6. Previa autorización del Presidente, efectuar las convocatorias de los puestos de trabajo, 
contratar y nombrar al personal que vaya a prestar servicios en la Fundación. 
7. Ordenar la incoación de los expedientes disciplinarios y sancionar la comisión de infracciones 
leves y graves. 
8. Las que delegue el Patronato y el Presidente. 
 
Artículo 27. Deber de sigilo. 
El personal al servicio de la Fundación, así como los miembros del órgano de Gobierno, están 
obligados a guardar secreto sobre todas las circunstancias personales, jurídicas, médicas y 
patrimoniales del incapaz o de sus familiares, de las que tuvieran conocimiento en el ejercicio de 
su labor social o profesional. Así mismo estará prohibida su participación en operaciones 
mercantiles que directa o indirectamente pudieran ser objeto de informaciones privilegiadas o 
tráfico de influencias en relación con la Fundación. 
 
 
TITULO VII PATRIMONIO Y RÉGIMEN JURÍDICO 
 
Artículo 28. Patrimonio Fundacional. 
El capital fundacional estará integrado por todos los bienes y derechos que constituyen la dotación 
de la Fundación y por aquellos otros que en lo sucesivo se aporten a la misma. 
La administración y disposición del patrimonio corresponderá al Patronato en la forma establecida 
en los Estatutos y con sujeción a lo dispuesto en la Ley. 
 
Artículo 29. Composición del Patrimonio. 
El Patrimonio de la Fundación puede estar constituido por toda clase de bienes, derechos y 
obligaciones susceptibles de valoración económica. 
Todos los bienes y derechos que integran el Patrimonio se harán constar en el inventario. 
 
Artículo 30. Adscripción del Patrimonio Fundacional. 
Los bienes y derechos que conforman el Patrimonio, así como las rentas que produzcan, quedarán 
vinculados de una manera directa e inmediata al cumplimiento de los fines que la Fundación 
persigue.  
 
Artículo 31. Dotación de la Fundación 
La dotación de la Fundación estará integrada por todos los bienes y derechos que constituyan la 
dotación inicial, que se fija en treinta mil euros (30.000 Euros), de los cuales quince mil (15.000 
Euros) se desembolsaran de forma inicial, y el resto de acuerdo al Art. 12.2 de la Ley 50/2002. 
Igualmente constituirá la dotación aquellos otros bienes y derechos que en lo sucesivo se aporten 
a la misma con ese carácter. 
 
Artículo 32. De la financiación y de los bienes económicos 
La financiación y los bienes económicos de la Fundación estarán integrados por: 
1. Recursos que provengan del rendimiento de su Patrimonio 
2. Transferencias de las asignaciones presupuestarias anuales procedentes de los presupuestos 
generales de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 
3. Subvenciones, ayudas, aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados que reciba, 
tanto de personas o entidades públicas como privadas así como las retribuciones que se pudieren 
percibir por el ejercicio de la tutela, curatela o defensa judicial si así se fijase por la autoridad 
judicial. 
4. Cualesquiera otros ingresos o recursos que pudiera percibir o serles atribuido, conforme a 
disposiciones legales. 
 
A la realización de los fines fundacionales deberá ser destinado, al menos, el ochenta y cinco por 
ciento de las rentas o cualesquiera otros ingresos netos que obtenga la Fundación, debiéndose 
destinar el resto, deducidos los gastos de administración, a incrementar la dotación fundacional. 
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Artículo 33. Administración 
Queda facultado el Patronato para hacer las variaciones necesarias en la composición del 
patrimonio de la Fundación, según lo aconsejen las necesidades y coyuntura económica del 
momento. 
 
Artículo 34. Régimen financiero. 
El ejercicio económico coincidirá con el año natural. 
La Fundación llevará aquellos libros que sean convenientes para el buen orden y desarrollo de sus 
actividades, así como para el adecuado control de su contabilidad. 
En la gestión económica-financiera la Fundación se regirá de acuerdo a los principios y criterios 
generales determinados en la normativa vigente. 
 
 
Artículo 35. Confección de presupuestos, rendición de cuentas y memoria social de actividades. 
Con periodicidad anual, el Patronato aprobará el inventario patrimonial de la Fundación, el 
balance de situación, la cuenta de resultados y la Memoria expresiva de las actividades 
fundacionales y de la gestión económica, que incluirá el cuadro de financiación así como el grado 
de cumplimiento de los fines fundacionales. La Memoria especificará, además, las variaciones 
patrimoniales y los cambios en los órganos de gobierno, dirección y representación. 
 
Así mismo el patronato aprobará el presupuesto correspondiente al ejercicio siguiente, que 
recogerá con claridad las previsiones de ingresos y gastos del mismo, junto con su Memoria 
explicativa. 
 
Los documentos señalados, una vez aprobados por el Patronato de la Fundación, serán remetidos 
al Protectorado dentro de los seis primeros meses del ejercicio siguiente al que correspondan, para 
su examen y ulterior depósito en el Registro de Fundaciones, a excepción del presupuesto, que 
será presentado al Protectorado en los últimos tres meses del ejercicio anterior a los mismos 
efectos. 
 
Si la Fundación incurriera en los supuestos legales establecidos, los documentos anteriores se 
someterán a auditoria externa, remitiéndose al Protectorado el informe de la misma en el plazo de 
tres meses, contados de fecha a fecha, desde el día de la emisión del mencionado informe. 
 
Articulo 36. Auditoria de Cuentas 
Se someterán a auditoria externa las cuentas de la Fundación, cuando concurra, en la fecha de 
cierre del ejercicio, durante dos años consecutivos, dos de las siguientes circunstancias: 
a) Que el total de las partidas del activo supere la cantidad de 2.400.000 Euros. 
b) Que el importe neto del volumen anual de ingresos propios por la actividad propia más, en su 
caso, el de la cifra de negocios de su actividad mercantil sea superior a 2.400.000.- euros. 
c) Que el número medio de trabajadores empleadas durante el ejercicio sea superior a cincuenta. 
 
También se someterán a auditoria externa las cuentas cuando a juicio del Patronato de la 
Fundación y siempre en relación con la cuantía del Patrimonio o el volumen de gestión, presenten 
especiales circunstancias que así lo aconsejen. 
La contabilidad de la Fundación se ajustará a lo dispuesto en la legislación vigente. 
 
Artículo 37. Tesorería 
La Fundación gestionará los fondos generados en el ejercicio de sus funciones. 
 
Artículo 38. Personal 
1. El personal al servicio de la Fundación estará vinculado a la misma por contrato laboral A estos 
efectos, la relación jurídica se regirá por el estatuto de los trabajadores y demás normativa laboral. 
2. La selección de personal se efectuara mediante convocatoria pública ajustada a los principios 
constitucionales de igualdad, merito y capacidad. 
3. El personal de la Fundación está obligado a guardar secreto sobre el patrimonio de aquellas 
personas que se encuentren bajo la tutela prohibiéndose su participación en operaciones 
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mercantiles que directa o indirectamente pudieran ser objeto de informaciones privilegiadas o de 
tráfico de influencias. 
 
Artículo 39. Prohibición de actividades económicas 
Con el fin de salvaguardar el carácter no lucrativo de la Fundación, se prohíbe expresamente que 
pueda tomar dinero a préstamo o emitir títulos para la financiación del presupuesto de gastos de la 
fundación, así como crear empresas o participar en el capital de las ya existentes. Tampoco podrá 
vender ni hipotecar el patrimonio de los beneficiarios para financiar las actividades de la 
Fundación, sin perjuicio de lo establecido en el Código Civil. 
 
Artículo 40. Contabilidad y control 
La Fundación queda sujeta al régimen de contabilidad propio de las Fundaciones su control se 
realizará, en su caso, por auditoria externa, siendo de aplicación los Arts.122 y 123 de la Ley 
General Presupuestaria. 
 
Artículo 41. Destino de ingresos 
Los ingresos derivados del art. 15 serán destinados a subvenir a los gastos producidos por los 
tutelados sin bienes suficientes relativos al ejercicio de la tutela, curatela y la defensa judicial y en 
su defecto y en cuantía nunca superior al veinticinco por ciento de los ingresos del último 
ejercicio a la financiación de gastos corrientes de la Fundación, con independencia del resto de 
recursos que se asigne por la misma. 
 
Artículo 42. Subrogación de derechos y obligaciones 
La Fundación instará a la mayor brevedad la solicitud de remoción de tutela que proceda para que 
éstas sean asignadas judicialmente a la Fundación. 
 
Artículo 43. Asesoramiento y defensa en juicio. 
El asesoramiento jurídico y en su caso la representación y defensa en juicio de los intereses 
propios de la Fundación corresponderá a los letrados de la Dirección General de los Servicios 
Jurídicos en la forma señalada en la normativa de organización y funcionamiento de dichos 
Servicios Jurídicos. 
 
La defensa de los derechos de los usuarios de la Fundación será ejercida por el personal de ésta. 
 
Artículo 44. Guarda de Hecho. 
Si la Fundación tiene conocimiento de alguna guarda de hecho respecto de personas protegidas 
actuará de forma inmediata de conformidad con las previsiones del Código Civil. 
En casos excepcionales y de probada necesidad la Fundación adoptará las medidas análogas a la 
institución de la Guarda de hecho que resulten precisas, actuando en coordinación con los 
órganos de la Comunidad Autónoma de La Rioja y con arreglo a la legislación aplicable en cada 
caso. 
 
Simultáneamente se dará cuenta a la autoridad judicial a los efectos legales pertinentes.  
 
Artículo 45. Coordinación y funcionamiento. 
La Consejería competente en materia de Servicios Sociales tomará las medidas adecuadas para la 
necesaria coordinación y funcionamiento de la Fundación para el cumplimiento de sus fines. 
 
Igualmente pondrá a disposición de la Fundación los recursos y medios asistenciales, así como 
centros en el área de Servicios Sociales que pueda disponer para la institucionalización que se 
precise. 
 
TITULO VIII DE LA MODIFICACIÓN, EXTINCIÓN Y LIQUIDACIÓN 
 
Artículo 46. Modificación de Estatutos 
1. Por acuerdo del Patronato, podrán ser modificados los presentes Estatutos, siempre que resulte 
conveniente a los intereses de la Fundación. Tal modificación se ha de acometer cuando las 
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circunstancias que presidieron la constitución de la Fundación hayan variado de tal manera que 
ésta no pueda actuar satisfactoriamente con arreglo a sus Estatutos en vigor. 
2. Para la adopción de acuerdos de modificación estatutaria, será preciso un quórum de votación 
favorable de, al menos, la mitad más uno de los miembros del Patronato. 
3. La modificación o nueva redacción de los Estatutos acordada por el Patronato se comunicará al 
Protectorado, se formularan en escritura pública e inscribirá en el registro de Fundaciones. 
 
Artículo 47. Fusión con otra Fundación 
El Patronato podrá proponer la fusión de la Fundación con otra, previo acuerdo concertado al 
efecto con esta última. 
 
El acuerdo de fusión deberá ser aprobado con el voto favorable de, al menos, la mitad más uno de 
los miembros del Patronato y comunicado al Protectorado. 
 
Artículo 48. Extinción de la Fundación 
La Fundación se extinguirá por las causas, y de acuerdo con los procedimientos establecidos por 
la legislación vigente. 
 
Artículo 49. Liquidación y adjudicación del haber 
1. La extinción de la Fundación determinará la apertura del procedimiento de liquidación que se 
realizará por el Patronato de la Fundación bajo el control del Protectorado. 
2. Los bienes y derechos resultantes de la liquidación se destinarán a la Comunidad Autónoma en 
su totalidad. 
 
Artículo 50. Normas supletorias. 
La Fundación queda sujeta en todo lo no regulado en los presentes Estatutos a lo dispuesto en las 
disposiciones vigentes en materia de Fundaciones y en lo regulado en el Código Civil. 
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LEY 41/2003, DE 18 DE NOVIEMBRE, DE PROTECCION PATRIMONIAL DE LAS  PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD (B.O.E. núm. 227, de 19 de noviembre de 2003). 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 
Son múltiples los mecanismos que, en cumplimiento del mandato que a los poderes públicos da el artículo 49 de la 
Constitución, tratan de responder a la especial situación de las personas con discapacidad, ordenando los medios 
necesarios para que la minusvalía que padecen no les impida el disfrute de los derechos que a todos los ciudadanos 
reconocen la Constitución y las leyes, logrando así que la igualdad entre tales personas y el resto de los ciudadanos 
sea real y efectiva, tal y como exige el artículo 9.2 de la Constitución. 
Hoy constituye una realidad la supervivencia de muchos discapacitados a sus progenitores, debido a la mejora de 
asistencia sanitaria y a otros factores, y nuevas formas de discapacidad como las lesiones cerebrales y medulares por 
accidentes de tráfico, enfermedad de Alzheimer y otras, que hacen aconsejable que la asistencia económica al 
discapacitado no se haga sólo con cargo al Estado o a la familia, sino con cargo al propio patrimonio que permita 
garantizar el futuro del minusválido en previsión de otras fuentes para costear los gastos que deben afrontarse. 
Esta ley tiene por objeto regular nuevos mecanismos de protección de la personas con discapacidad, centrados en un 
aspecto esencial de esta protección, cual es el patrimonial. 
Efectivamente, uno de los elementos que más repercuten en el bienestar de las personas con discapacidad es la 
existencia de medios económicos a su disposición, suficientes para atender las específicas necesidades vitales de los 
mismos. 
En gran parte, tales medios son proporcionados por los poderes públicos, sea directamente, a través de servicios 
públicos dirigidos a estas personas, sea indirectamente, a través de distintos instrumentos como beneficios fiscales o 
subvenciones específicas. 
Sin embargo, otra parte importante de estos medios procede de la propia persona con discapacidad o de su familia, y 
es a esta parte a la que trata de atender esta ley. 

 
II 

De esta forma, el objeto inmediato de esta leyes la regulación de una masa patrimonial. el patrimonio especialmente 
protegido de las personas con discapacidad, la cual queda inmediata y directamente vinculada a la satisfacción de las 
necesidades vitales de una persona con discapacidad, favoreciendo la constitución de este patrimonio y la aportación 
a título gratuito de bienes y derechos a la misma. 
Los bienes y derechos que forman este patrimonio, que no tiene personalidad jurídica propia, se aíslan del resto del 
patrimonio personal de su titular-beneficiario, sometiéndolos a un régimen de administración y supervisión específico. 
Se trata de un patrimonio de destino, en cuanto que las distintas aportaciones tienen como finalidad la satisfacción de 
las necesidades vitales de sus titulares. 
Beneficiarios de este patrimonio pueden ser, exclusivamente, las personas con discapacidad afectadas por unos 
determinados grados de minusvalía, y ello con independencia de que concurran o no en ellas las causas de 
incapacitación judicial contempladas en el artículo 200 del Código Civil y de que, concurriendo, tales personas 
hayan sido o no judicialmente incapacitadas. 
La regulación contenida en esta ley se entiende sin perjuicio de las disposiciones que pudieran haberse aprobado en 
las comunidades autónomas con derecho civil propio, las cuales tienen aplicación preferente de acuerdo con el 
artículo 149.1.8.8 de la Constitución española y los diferentes estatutos de autonomía, siéndoles de aplicación esta 
ley con carácter supletorio, conforme a la regla general contenida en el artículo 13.2 del Código Civil. 

 
III 

Esta constitución del patrimonio corresponde a la propia persona con discapacidad que vaya a ser beneficiaria del 
mismo o, en caso de que ésta no tenga capacidad de obrar suficiente, a sus padres, tutores o curadores de acuerdo 
con los mecanismos generales de sustitución de la capacidad de obrar regulados por nuestro ordenamiento jurídico, o 
bien a su guardador de hecho, en el caso de personas con discapacidad psíquica. 
La constitución requiere, inexcusablemente de una aportación originaria de bienes y derechos, si bien una vez 
constituido el patrimonio cualquier persona con interés legítimo puede realizar aportaciones a dicho patrimonio, 
previéndose incluso la posibilidad de que tanto las aportaciones simultáneas a la constitución del patrimonio 
protegido como las posteriores puedan hacerse a pesar de la oposición de los padres, tutores o curadores, cuando así 
lo estime el juez por convenir al beneficiario del patrimonio. En todo caso, las  
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aportaciones de terceros deberán realizarse siempre a título gratuito. 
Sin embargo, cuando la persona con discapacidad tenga capacidad de obrar suficiente, y de acuerdo con el principio 
general de autonomía personal y libre desarrollo de la personalidad que informa nuestro ordenamiento jurídico 
(artículo 10.1 de la Constitución), no se podrá constituir un patrimonio protegido en su beneficio o hacer aportaciones 
al mismo en contra de su voluntad. 
Asimismo, cuando la aportación es realizada por un tercero, y por tercero se entiende cualquier persona distinta del 
beneficiario del patrimonio, incluidos los padres, tutores o curadores. constituyentes del mismo, el aportante podrá 
establecer el destino que a los bienes o derechos aportados deba darse una vez extinguido el patrimonio protegido, 
determinando que tales bienes o derechos reviertan en el aportante o sus herederos o dándoles cualquier otro destino 
lícito que estime oportuno. Sin embargo, esta facultad del aportante tiene un límite, ya que la salida del bien o 
derecho aportado del patrimonio protegido tan sólo podrá producirse por extinción de éste, lo que elimina la 
posibilidad de afecciones de bienes y derechos a término. 
Por otro lado, la existencia de este patrimonio, y el especial régimen de administración al que se somete el mismo, en 
nada modifican las reglas generales del Código Civil o, en su caso, de los derechos civiles autonómicos, relativas a los 
distintos actos y negocios jurídicos, lo cual implica que, por ejemplo, cuando un tercero haga una aportación a un 
patrimonio protegido mediante donación, dicha donación podrá rescindirse por haber sido realizada en fraude de 
acreedores, revocarse por superveniencia o supervivencia de hijos del donante o podrá reducirse por inoficiosa, si 
concurren los requisitos que para ello exige la legislación vigente. 

 
IV 
 

En cuanto a la administración del patrimonio, y el término administración se emplea aquí en el sentido más amplio, 
comprensivo también de los actos de disposición, se parte de la regla general de que todos los bienes y derechos, 
cualquiera que sea su procedencia, se sujetan al régimen de administración establecido por el constituyente del 
patrimonio, el cual tiene plenas facultades para establecer las reglas de administración que considere oportunas, 
favoreciéndose de esta forma que la administración pueda corresponder a entidades sin ánimo de lucro 
especializadas en la atención a las personas con discapacidad, si bien ello con una distinción, ya que: 
Cuando el constituyente del patrimonio protegido sea el beneficiario del mismo, y a la vez tenga capacidad de obrar 
suficiente, se aplica sin más la regla general expresada. 
En todos los demás casos, las reglas de administración deberán prever que se requiera autorización judicial en los 
mismos supuestos que el tutor la requiere respecto de los bienes del tutelado, si bien se permite que el juez pueda 
flexibilizar este régimen de la forma que se estime oportuna cuando las circunstancias concurrentes en el caso 
concreto así lo hicieran conveniente y en todo caso sin que sea preciso acudir al procedimiento de subasta pública 
contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Dado el especial régimen de administración al que se sujeta el patrimonio protegido, es perfectamente posible que, a 
pesar de que su beneficiario tenga capacidad de obrar suficiente, la administración del patrimonio no le corresponda 
a él, sino a una persona distinta, sea porque así lo ha querido la propia persona con discapacidad, cuando ella misma 
haya constituido el patrimonio, sea porque lo haya dispuesto así el constituyente del patrimonio y lo haya aceptado el 
beneficiario, cuando el constituyente sea un tercero. 
 
En cambio, cuando el beneficiario del patrimonio protegido no tenga capacidad de obrar suficiente, el o los 
administradores del patrimonio protegido pueden no ser los padres, tutores o curadores a los que legalmente 
corresponde la administración del resto del patrimonio de la persona con discapacidad, lo cual hace conveniente que 
la ley prevea expresamente que la representación legal de la persona con discapacidad para todos los actos relativos 
al patrimonio protegido corresponda, no a los padres, tutores o curadores, sino a los administradores del mismo, si 
bien la representación legal está referida exclusivamente a los actos de administración. 
Asimismo, la ley regula la extinción del patrimonio protegido, la cual, dejando al margen el caso especial de que el 
juez pueda acordar la extinción del mismo cuando así convenga al interés de la persona con discapacidad, sólo se 
produce por muerte o declaración de fallecimiento de su beneficiario o al dejar éste de padecer una minusvalía en los 
grados establecidos por la ley. 
En estos casos, se presta especial atención a los bienes y derechos aportados por terceros, los cuales se aplicarán a la 
finalidad prevista por el aportante al realizar la aportación, si bien cuando fuera material o jurídicamente imposible 
cumplir esta finalidad se les dará otra, lo más análoga y conforme posible a la voluntad del aportante, en técnica 
similar a la conmutación modal regulada por el artículo 798 del Código Civil y atendiendo, si procede a la naturaleza 
de los bienes y derechos que integran el patrimonio protegido en el momento de su extinción y en proporción a las 
diferentes aportaciones. 

V 
Aspecto fundamental del contenido de la leyes el de la supervisión de la administración del patrimonio protegido de 
las personas con discapacidad. 
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El primer aspecto que destaca de esta supervisión es que el constituyente puede establecer las reglas de supervisión y 
fiscalización de la administración del patrimonio que considere oportunas. 
En segundo lugar, la supervisión institucional del patrimonio protegido corresponde al Ministerio Fiscal, respecto del 
cual se prevén dos tipos de actuaciones, a saber: 

a) Una supervisión permanente y general de la administración del patrimonio protegido, a través de la información 
que, periódicamente, el administrador debe remitirle. 

b) Una supervisión esporádica y concreta, ya que cuando las circunstancias concurrentes en un momento 
determinado lo hicieran preciso, el Ministerio Fiscal puede solicitar del juez la adopción de cualquier medida que se 
estime pertinente en beneficio de la persona con discapacidad. A estos efectos, el Ministerio Fiscal puede actuar tanto 
de oficio como a solicitud de cualquier persona, y será oído en todas las actuaciones judiciales que afecten al 
patrimonio protegido, aunque no sean instadas por él. 
Por otro lado, la ley crea la Comisión de Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad, cuya función 
básica es ser un órgano externo de apoyo, auxilio y asesoramiento del Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus 
funciones, sin perjuicio de las demás que reglamentariamente pudieran atribuírsele. 
Dada la importancia de esta Comisión, y la especialización que sus funciones pueden requerir, se prevé que en ella 
participen, en todo caso, representantes de la asociación de utilidad pública, más representativa en el ámbito estatal, 
de los diferentes tipos de discapacidad. 
Por último, se adoptan dos medidas de publicidad registral importantes, ya que: 

De un lado, cuando la administración del patrimonio protegido no corresponde ni al propio beneficiario ni a sus 
padres, tutores o curadores, la representación legal que el administrador ostenta sobre el beneficiario del patrimonio 
para todos los actos relativos a éste debe de hacerse constar en el Registro Civil. 
De otro, se prevé que en el Registro de la Propiedad conste la condición de un bien o derecho real inscrito como 
integrante de un patrimonio protegido. 
 

VI 
 
Sin embargo, el contenido de la ley no acaba en la regulación del patrimonio protegido de las personas con 
discapacidad, sino que además se incorporan distintas modificaciones de la legislación vigente que tratan de mejorar 
la protección patrimonial de estas personas, aumentando las posibilidades jurídicas de afectar medios económicos a 
la satisfacción de las necesidades de estas personas o que, en general, mejoran el tratamiento jurídico de las personas 
con discapacidad. Estas modificaciones se realizan siguiendo las pautas aconsejadas por la Comisión General de 
Codificación. 
De ellas, destaca en primer lugar la regulación de la autotutela, es decir, la posibilidad que tiene una persona capaz 
de obrar de adoptar las disposiciones que estime convenientes en previsión de su propia futura incapacitación, lo cual 
puede ser especialmente importante en el caso de enfermedades degenerativas. 
Efectivamente, si ya los padres pueden adoptar las medidas que consideren oportunas respecto de la persona y bienes 
de sus hijos menores o incapacitados, no se ven obstáculos para que esta misma posibilidad corresponda a una 
persona con capacidad de obrar suficiente respecto de sí mismo, para el caso de ser incapacitado. 
Esta autotutela se regula introduciendo unos cambios mínimos en el Código Civil, consistentes en habilitar a las 
personas capaces para adoptar las disposiciones que considere oportunas en previsión de su propia incapacitación, y 
ello en el mismo precepto que regula las facultades parentales respecto de la tutela, y en alterar el orden de delación 
de la tutela, prefiriendo como tutor en primer lugar al designado por el propio tutelado, si bien sin modificar la 
facultad genérica que corresponde al juez de alterar el orden de delación cuando así convenga al interés del 
incapacitado pero siempre que hayan sobrevenido circunstancias que no fueron tenidas en cuenta al efectuar la 
designación. 
Además, se garantiza, mediante los mecanismos oportunos que el juez que estuviera conociendo de la constitución 
de la tutela pueda conocer la eventual existencia de disposiciones relativas a la misma, sean de los padres, sean del 
propio incapaz. 
Complemento de esta regulación de la autotutela es la reforma del artículo 1732 del Código Civil, con objeto de 
establecer que la incapacitación judicial del mandante, sobrevenida al otorgamiento del mandato, no sea causa de 
extinción de éste cuando el mandante haya dispuesto su continuación a pesar de la incapacitación, y ello sin 
perjuicio de que dicha extinción pueda ser acordada por el juez en el momento de constitución de la tutela sobre el 
mandante o, en un momento posterior, a instancia del tutor. 
Por último, se legitima al presunto incapaz a promover su propia incapacidad, modificándose, por tanto, el artículo 
757.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

VII 
 

En segundo lugar, se introducen distintas modificaciones del derecho de sucesiones. De esta forma: 
a) Se configura como causa de indignidad generadora de incapacidad para suceder abintestato el no haber prestado al 
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causante las atenciones debidas durante su vida, entendiendo por tales los alimentos regulados por el título VI del 
libro I del Código Civil, y ello aunque el causahabiente no fuera una de las personas obligadas a prestarlos. 
b) Se permite que el testador pueda gravar con una sustitución fideicomisaria la legítima estricta, pero sólo cuando 
ello beneficiare a un hijo o descendiente judicialmente incapacitado. En este caso, a diferencia de otros regulados en 
la ley, como se aclara a través de una nueva disposición adicional del Código Civil, se exige que concurra la 
incapacitación judicial del beneficiado, y no la minusvalía de éste en el grado establecido en el artículo 2.2 de la ley. 
c) Se reforma el artículo 822 del Código Civil, dando una protección patrimonial directa a las personas con 
discapacidad mediante un trato favorable a las donaciones o legados de un derecho de habitación realizados a favor 
de las personas con discapacidad que sean legitimarias y convivan con el donante o testador en la vivienda habitual 
objeto del derecho de habitación, si bien con la cautela de que el derecho de habitación legado o donado será 
intransmisible. 
Además, este mismo precepto concede al legitimario con discapacidad que lo necesite un legado legal del derecho de 
habitación sobre la vivienda habitual en la que conviviera con el causante, si bien a salvo de cualquier disposición 
testamentaria de éste sobre el derecho de habitación. 
d) Se reforma el artículo 831 del Código Civil, con objeto de introducir una nueva figura de protección patrimonial 
indirecta de las personas con discapacidad. De esta forma, se concede al testador amplias facultades para que en su 
testamento pueda conferir al cónyuge supérstite amplias facultades para mejorar y distribuir la herencia del premuerto 
entre los hijos o descendientes comunes, lo que permitirá no precipitar la partición de la herencia cuando uno de los 
descendientes tenga una discapacidad, y aplazar dicha distribución a un momento posterior en el que podrán tenerse 
en cuenta la variación de las circunstancias y la situación actual y necesidades de la persona con discapacidad. 
Además, estas facultades pueden concedérselas los progenitores con descendencia común, aunque no estén casados 
entre sí. 
e) Se introduce un nuevo párrafo al artículo 1041 del Código Civil a fin de evitar traer a colación los gastos realizados 
por los padres y ascendientes, entendiendo por éstos cualquier disposición patrimonial, para cubrir las necesidades 
especiales de sus hijos o descendientes con discapacidad. 
 

VIII 
 
En tercer término, se introduce dentro del título XII del libro IV del Código Civil, dedicado a los contratos aleatorios, 
una regulación sucinta pero suficiente de los alimentos convencionales, es decir, de la obligación alimenticia surgida 
del pacto y no de la ley, a diferencia de los alimentos entre parientes regulados por los artículos 142 y siguientes de 
dicho cuerpo legal. 
La regulación de este contrato, frecuentemente celebrado en la práctica y examinado en ocasiones por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, amplía las posibilidades que actualmente ofrece el contrato de renta vitalicia 
para atender a las necesidades económicas de las personas con discapacidad y, en general de las personas con 
dependencia, como los ancianos, y permite a las partes que celebren el contrato cuantificar la obligación del 
alimentante en función de las necesidades vitales del alimentista. 
Su utilidad resulta especialmente patente en el caso de que sean los padres de una persona con discapacidad quienes 
transmitan al alimentante el capital en bienes muebles o inmuebles en beneficio de su hijo con discapacidad, a través 
de una estipulación a favor de tercero del artículo 1257 del Código Civil. 
 
El capítulo III de la Ley está dedicado a las modificaciones de la normativa tributaria, mediante las que se adoptan una 
serie de medidas para favorecer las aportaciones a título gratuito a los patrimonios protegidos, reforzando de esta 
manera los importantes beneficios fiscales que, a favor de las personas con discapacidad, ha introducido la Ley 
46/2002, de 18 de diciembre, de reforma parcial del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y por la que se 
modifican las Leyes del Impuesto sobre Sociedades y sobre la Renta de no Residentes. 
De este modo, la ley procede a modificar la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y otras Normas Tributarias, la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y el 
Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, al objeto de regular el régimen tributario 
aplicable al discapacitado titular del patrimonio protegido por las aportaciones que se integren en éste y a los 
aportantes a dicho patrimonio por las aportaciones que realicen. 
En cuanto al régimen tributario aplicable al discapacitado titular del patrimonio protegido por las aportaciones que se 
reciban en dicho patrimonio, la ley establece que tales aportaciones tendrán la consideración de rendimiento de 
trabajo hasta el importe de 8.000 euros anuales por cada aportante y 24.250 euros anuales en conjunto cuando el 
aportante sea contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o que haya sido gasto deducible en el 
Impuesto sobre Sociedades de los aportantes con el límite de 8.000 euros anuales, cuando el aportante sea sujeto 
pasivo de ese Impuesto. No obstante, sólo se integrarán en la base imponible del titular del patrimonio protegido por 
el importe en que la suma de tales rendimientos de trabajo y las prestaciones recibidas en forma de renta a que se 
refiere el apartado 3 del artículo 17 de la Ley 40/1998, exceda del doble del salario mínimo interprofesional. 
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Lógicamente, cuando la aportación se realice por sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades a favor de los 
patrimonios protegidos de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores del aportante, únicamente 
tendrán la consideración de rendimiento del trabajo para el titular del patrimonio protegido. 
En cualquier caso, estos rendimientos de trabajo no quedan sujetos a retención o ingreso a cuenta. 
Tratándose de aportaciones no dinerarias, el discapacitado titular del patrimonio protegido quedará subrogado en la 
posición del aportante respecto de la fechas y el valor de adquisición del bien o derecho aportado, exceptuándose la 
posibilidad de aplicar la disposición transitoria novena de la Ley 40/1998 cuando el bien o derecho se transmita con 
posterioridad a la aportación al patrimonio protegido. 
El régimen tributario aplicable al titular del patrimonio protegido se completa con una norma de no sujeción al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones por la parte de las aportaciones que tengan para el perceptor la 
consideración de rendimientos del trabajo. 
En lo que se refiere al régimen aplicable al aportante al patrimonio protegido de la persona discapacitada, se 
distinguen dos supuestos según que el aportante sea contribuyente por el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas o sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades. 
De este modo, en el primer supuesto, se prevé que las aportaciones realizadas por los parientes en línea directa o 
colateral hasta el tercer grado, el cónyuge y los tutores o acogedores, den derecho a practicar una reducción de la 
base imponible del aportante que podrá alcanzar, para estas aportaciones, un importe máximo de 8.000 euros 
anuales. 
Las reducciones practicadas en la base imponible de los aportantes tendrán, asimismo, un límite conjunto, de manera 
que el total de las reducciones practicadas por todas las personas que efectúen aportaciones a favor de un mismo 
patrimonio protegido no podrá exceder de 24.250 euros anuales. A estos efectos, se introduce una cláusula de 
disminución proporcional de la reducción aplicable en caso de que la concurrencia de varios aportantes supere el 
límite conjunto establecido. 
En cualquier caso, se establece que las aportaciones que excedan de los límites anteriores puedan dar derecho a 
reducir la base imponible del aportante en los cuatro períodos impositivos siguientes, regla ésta que resulta de 
aplicación tanto a las aportaciones dinerarias como a las no dinerarias. 
En el segundo de los supuestos, esto es, cuando las aportaciones han sido realizadas por sujetos pasivos del Impuesto 
sobre Sociedades a los patrimonios protegidos de sus trabajadores o de los parientes o cónyuges de los trabajadores, o 
de las personas acogidas por los trabajadores en régimen de tutela o acogimiento, se prevé que tales aportaciones dan 
derecho a la deducción del 10 por ciento de la cuota íntegra prevista en el artículo 36 quáter de la ley 43/1995, de 27 
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. la aportación anual deberá respetar, además de los requisitos generales 
establecidos en el citado artículo 36 quáter, el límite de 8.000 euros anuales por cada trabajador o persona 
discapacitada, estando previsto que si excede de este límite, la deducción que corresponda podrá aplicarse en los 
cuatro períodos impositivos siguientes. 
En cuanto a la valoración de las aportaciones no dinerarias al patrimonio protegido, la norma remite a las reglas 
previstas en el artículo 18 de la ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que se ocupa de regular la base de las deducciones por 
donativos, donaciones y aportaciones realizadas a las entidades beneficiarias del mecenazgo. 
En los casos de aportaciones no dinerarias, y en concordancia con la finalidad perseguida en la constitución de los 
patrimonios protegidos, la ley declara exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto 
sobre Sociedades, respectivamente, las ganancias patrimoniales y las rentas positivas generadas con ocasión de la 
realización de dichas aportaciones. 
Por otro lado, la ley se ocupa de las consecuencias fiscales derivadas de la realización de actos de disposición de los 
bienes o derechos integrantes del patrimonio protegido cuando tales actos de disposición se realicen en el plazo 
comprendido entre el período impositivo de la aportación y los cuatro siguientes, distinguiendo en función de la 
naturaleza jurídica del aportante. 
De este modo, si quien realizó las aportaciones al patrimonio protegido del discapacitado fue un contribuyente del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, dicho contribuyente vendrá obligado a integrar en la base imponible 
del período impositivo en que se produzca el acto de disposición, las cantidades reducidas en la base imponible 
correspondientes a las disposiciones realizadas más los intereses de demora que procedan. 
Si las aportaciones al patrimonio protegido fueron realizadas por un sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades, éste 
habrá de ingresar en el período impositivo en que se produce la disposición, la cantidad deducida en la cuota en el 
período impositivo en que se realizó la aportación.
En ambos casos, el titular del patrimonio habrá de integrar en su base imponible correspondiente al período  
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impositivo en que se produce la disposición, la cantidad que hubiera dejado de integrar en el período impositivo en 
que recibió la aportación. Esta obligación se traslada al trabajador cuando la aportación la hubiera realizado un sujeto 
pasivo del Impuesto sobre Sociedades al patrimonio protegido de un pariente de aquél. 
Finalmente, al objeto de asegurar un adecuado control de los patrimonios protegidos de las personas discapacitadas, 
se establece la obligación para el contribuyente titular de un patrimonio protegido de presentar una declaración en la 
que se indique la composición del patrimonio, las aportaciones recibidas y las disposiciones realizadas durante el 
período impositivo, remitiéndose en este punto a un posterior desarrollo reglamentario. 
El conjunto de modificaciones en la normativa tributaria se completa con un nuevo supuesto de exención en el 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados que será aplicable a las aportaciones a 
los patrimonios protegidos de las personas con discapacidad. 
 

CAPÍTULO I 
 

Patrimonio protegido de las personas con discapacidad 
 

Artículo 1. Objeto y régimen jurídico. 
 
1. El objeto de esta ley es favorecer la aportación a título gratuito de bienes y derechos al patrimonio de las personas 
con discapacidad y establecer mecanismos adecuados para garantizar la afección de tales bienes y derechos, así 
como de los frutos, productos y rendimientos de éstos, a la satisfacción de las necesidades vitales de sus titulares. 
Tales bienes y derechos constituirán el patrimonio especialmente protegido de las personas con discapacidad. 
2. El patrimonio protegido de las personas con discapacidad se regirá por lo establecido en esta ley y en sus 
disposiciones de desarrollo, cuya aplicación tendrá carácter preferente sobre lo dispuesto para regular los efectos de 
la incapacitación en los títulos IX y X del libro I del Código Civil. 
 
Artículo 2. Beneficiarios. 
 
1. El patrimonio protegido de las personas con discapacidad tendrá como beneficiario, exclusivamente, a la persona 
en cuyo interés se constituya, que será su titular.  
2. A los efectos de esta ley únicamente tendrán la consideración de personas con discapacidad: 

 a) Las afectadas por una minusvalía psíquica igual o superior al 33 por ciento. 
 b) Las afectadas por una minusvalía física o sensorial igualo superior al 65 por ciento. 

3. El grado de minusvalía se acreditará mediante certificado expedido conforme a lo establecido reglamentariamente 
o por resolución judicial firme. 
 
Artículo 3. Constitución. 
 
1. Podrán constituir un patrimonio protegido: 

a) La propia persona con discapacidad beneficiaria del mismo, siempre que tenga capacidad de obrar suficiente. 
b) Sus padres, tutores o curadores cuando la persona con discapacidad no tenga capacidad de obrar suficiente. 
c) El guardador de hecho de una persona con discapacidad psíquica podrá constituir en beneficio de éste un 
patrimonio protegido con los bienes que sus padres o tutores le hubieran dejado por título hereditario o hubiera de 
recibir en virtud de pensiones constituidas por aquéllos y en los que hubiera sido designado beneficiario; todo ello sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 303, 304 y 306 del Código Civil. 

2. Cualquier persona con interés legítimo podrá solicitar de la persona con discapacidad o, en caso de que no tenga 
capacidad de obrar suficiente, de sus padres, tutores o curadores, la constitución de un patrimonio protegido, 
ofreciendo al mismo tiempo una aportación de bienes y derechos adecuados, suficiente para ese fin. 
En caso de negativa injustificada de los padres o tutores, el solicitante podrá acudir al fiscal, quien instará del juez lo 
que proceda atendiendo al interés de la persona con discapacidad. Si el juez autorizara la constitución del patrimonio 
protegido, la resolución judicial determinará el contenido a que se refiere el apartado siguiente de esta ley. El cargo 
de administrador no podrá recaer, salvo justa causa, en el padre, tutor o curador que se hubiera negado 
injustificadamente a la constitución del patrimonio protegido. 
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3. El patrimonio protegido se constituirá en documento público, o por resolución judicial en el supuesto contemplado 
en el apartado anterior. 
Dicho documento público o resolución judicial tendrá, como mínimo, el siguiente contenido: 
 a) El inventario de los bienes y derechos que inicialmente constituyan el patrimonio protegido. 
b) La determinación de las reglas de administración y, en su caso, de fiscalización, incluyendo los procedimientos de 
designación de las personas que hayan de integrar los órganos de administración o, en su caso, de fiscalización. 
Dicha determinación se realizará conforme a lo establecido en el artículo 5 de esta ley. 
c) Cualquier otra disposición que se considere oportuna respecto a la administración o conservación del mismo. 
 

Artículo 4. Aportaciones al patrimonio protegido. 

1. Las aportaciones de bienes y derechos posteriores a la constitución del patrimonio protegido estarán sujetas a las 
mismas formalidades establecidas en el artículo anterior para su constitución. 
2. Cualquier persona con interés legítimo, con el consentimiento de la persona con discapacidad, o de sus padres o 
tutores o curadores si no tuviera capacidad de obrar suficiente, podrá aportar bienes o derechos al patrimonio 
protegido. Estas aportaciones deberán realizarse siempre a título gratuito y no podrán someterse a término. 
En caso de que los padres, tutores o curadores negasen injustificadamente su consentimiento, la persona que hubiera 
ofrecido la aportación podrá acudir al fiscal, quien instará del juez lo que proceda atendiendo al interés de la persona 
con discapacidad. 
3. Al hacer la aportación de un bien o derecho al patrimonio protegido, los aportantes podrán establecer el destino 
que deba darse a tales bienes o derechos o, en su caso, a su equivalente, una vez extinguido el patrimonio protegido 
conforme al artículo 6, siempre que hubieran quedado bienes y derechos suficientes y sin más limitaciones que las 
establecidas en el Código Civil o en las normas de derecho civil, foral o especial, que, en su caso, fueran aplicables. 
 
Artículo 5. Administración 
 
1. Cuando el constituyente del patrimonio protegido sea el propio beneficiario del mismo, su administración, 
cualquiera que sea la procedencia de los bienes y derechos que lo integren, se sujetará a las reglas establecidas en el 
documento público de constitución. 
2. En los demás casos, las reglas de administración, establecidas en el documento público de constitución, deberán 
prever la obligatoriedad de autorización judicial en los mismos supuestos que el tutor la requiere respecto de los 
bienes del tutelado, conforme a los artículos 271 y 272 del Código Civil o, en su caso, conforme a lo dispuesto en las 
normas de derecho civil, foral o especial, que fueran aplicables. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior la autorización no es necesaria cuando el beneficiario tenga capacidad 
de obrar suficiente. 
En ningún caso será necesaria la subasta pública para la enajenación de los bienes o derechos que integran el 
patrimonio protegido no siendo de aplicación lo establecido al efecto en el título XI del libro III de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881. 
3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los constituyentes o el administrador podrán instar al Ministerio 
Fiscal que solicite del juez competente la excepción de la autorización judicial en determinados supuestos, en 
atención a la composición del patrimonio, las circunstancias personales de su beneficiario, las necesidades derivadas 
de su minusvalía la solvencia del administrador o cualquier otra circunstancia de análoga naturaleza. 
4. Todos los bienes y derechos que integren el patrimonio protegido, así como sus frutos, rendimientos o productos, 
deberán destinarse a la satisfacción de las necesidades vitales de su beneficiario, o al mantenimiento de la 
productividad del patrimonio protegido. 
5. En ningún caso podrán ser administradores las personas o entidades que no puedan ser tutores, conforme a lo 
establecido en el Código Civil o en las normas de derecho civil, foral o especial, que, en su caso, fueran aplicables. 
6. Cuando no se pudiera designar administrador conforme a las reglas establecidas en el documento público o 
resolución judicial de constitución, el juez competente proveerá lo que corresponda, a solicitud del Ministerio Fiscal. 
7. El administrador del patrimonio protegido, cuando no sea el propio beneficiario del mismo, tendrá la condición de 
representante legal de éste para todos los actos de administración de los bienes y derechos integrantes del patrimonio 
protegido, y no requerirá el concurso de los padres o tutor para su validez y eficacia. 
Artículo 6. Extinción. 
1. El patrimonio protegido se extingue por la muerte o declaración de fallecimiento de su beneficiario o por dejar éste 
de tener la condición de persona con discapacidad de acuerdo con el artículo 2.2 de esta ley. 
2. Si el patrimonio protegido se hubiera extinguido por muerte o declaración de fallecimiento de su beneficiario, se 
entenderá comprendido en su herencia. 
Si el patrimonio protegido se hubiera extinguido por dejar su beneficiario de cumplir las condiciones establecidas en 
el artículo 2.2 de esta ley éste seguirá siendo titular de los bienes y derechos que lo integran, sujetándose a las normas 
generales del Código Civil o de derecho civil, foral o especial, que, en su caso, fueran aplicables. 
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3. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de la finalidad que, en su caso, debiera de darse a 
determinados bienes y derechos, conforme a lo establecido en el artículo 4.3 de esta ley. 
En el caso de que no pudiera darse a tales bienes y derechos la finalidad prevista por sus aportantes, se les dará otra, 
lo más análoga y conforme a la prevista por éstos, atendiendo, cuando proceda, a la naturaleza y valor de los bienes y 
derechos que integren el patrimonio protegido y en proporción, en su caso, al valor de las diferentes aportaciones. 
 
Artículo 7. Supervisión. 
 
1. La supervisión de la administración del patrimonio protegido corresponde al Ministerio Fiscal. quien instará del 
juez lo que proceda en beneficio de la persona con discapacidad, incluso la sustitución del administrador, el cambio 
de las reglas de administración, el establecimiento de medidas especiales de fiscalización, la adopción de cautelas, la 
extinción del patrimonio protegido o cualquier otra medida de análoga naturaleza. 
El Ministerio Fiscal actuará de oficio o a solicitud de cualquier persona, y será oído en todas las actuaciones judiciales 
relativas al patrimonio protegido. 
2. Cuando no sea la propia persona con discapacidad beneficiaria del patrimonio o sus padres, el administrador del 
patrimonio protegido deberá rendir cuentas de su gestión al Ministerio Fiscal cuando lo determine éste y, en todo 
caso, anualmente, mediante la remisión de una relación de su gestión y un inventario de los bienes y derechos que lo 
formen, todo ello justificado documentalmente. 
El Ministerio Fiscal podrá requerir documentación adicional y solicitar cuantas aclaraciones estime pertinentes. 
3. Como órgano externo de apoyo, auxilio y asesoramiento del Ministerio Fiscal en el ejercicio de las funciones 
previstas en este artículo, se crea la Comisión de Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad, adscrita al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y en la que participarán, en todo caso, representantes de la asociación de 
utilidad pública, más representativa en el ámbito estatal, de los diferentes tipos de discapacidad. 
La composición, funcionamiento y funciones de esta Comisión se determinarán reglamentariamente. 
 
Artículo 8. Constancia registral 
 
1. La representación legal a la que se refiere el artículo 5.7 de esta ley se hará constar en el Registro Civil. 
2. Cuando el dominio de un bien inmueble o derecho real sobre el mismo se integre en un patrimonio protegido, se 
hará constar esta cualidad en la inscripción que se practique a favor de la persona con discapacidad en el Registro de 
la Propiedad correspondiente. 
La misma mención se hará en los restantes bienes que tengan el carácter de registrables. Si se trata de participaciones 
en fondos de inversión o instituciones de inversión colectiva, acciones o participaciones en sociedades mercantiles 
que se integren en un patrimonio protegido, se notificará por el notario autorizante o por el juez, a la gestora de los 
mismos o a la sociedad, su nueva cualidad. 
3. Cuando un bien o derecho deje de formar parte de un patrimonio protegido se podrá exigir por quien resulte ser su 
titular o tenga un interés legítimo la cancelación de las menciones a que se refiere el apartado anterior. 
 

CAPÍTULO II 

Modificaciones del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
 
Artículo 9. Modificaciones del Código Civil en materia de autotutela. 

Uno. El artículo 223 del Código Civil quedará redactado en los siguientes términos: 
«Artículo 223. 
Los padres podrán en testamento o documento público notarial nombrar tutor, establecer órganos de 



B.O.E. núm 227, de 19 noviembre de 2003 

Fundación Tutelar de La Rioja  40 

fiscalización de la tutela, así como designar las personas que hayan de integrarlos u ordenar cualquier disposición 
sobre la persona o bienes de sus hijos menores o incapacitados. 
Asimismo, cualquier persona con la capacidad de obrar suficiente, en previsión de ser incapacitada judicialmente en 
el futuro, podrá en documento público notarial adoptar cualquier disposición relativa a su propia persona o bienes, 
incluida la designación de tutor. 
Los documentos públicos a los que se refiere el presente artículo se comunicarán de oficio por el notario autorizante 
al Registro Civil, para su indicación en la inscripción de nacimiento del interesado. 
En los procedimientos de incapacitación, el juez recabará certificación del Registro Civil y, en su caso, del registro de 
actos de última voluntad, a efectos de comprobar la existencia de las disposiciones a las que se refiere este artículo.» 
 
Dos. El párrafo primero del artículo 234 del Código Civil pasa a tener la siguiente redacción: 
«Para el nombramiento de tutor se preferirá: 
1.° Al designado por el propio tutelado, conforme al párrafo segundo del artículo 223. 
2.° Al cónyuge que conviva con el tutelado. 
3.° A los padres. 
4.° A la persona o personas designadas por éstos en sus disposiciones de última voluntad. 
5.° Al descendiente, ascendiente o hermano que designe el juez.» 

Tres. Se añade un nuevo párrafo al artículo 239 con el contenido siguiente: 
“La entidad pública a la que, en el respectivo territorio, esté encomendada la tutela de los incapaces cuando ninguna 
de las personas recogidas en el artículo 234 sea nombrado tutor, asumirá por ministerio de la ley la tutela del incapaz 
o cuando éste se encuentre en situación de desamparo. Se considera como situación de desamparo la que se produce 
de hecho a causa del incumplimiento o del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes que le incumben de 
conformidad a las leyes, cuando éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o material” 
 
Artículo 10. Modificación del Código Civil en materia de régimen sucesorio. 

Uno. Se añade un apartado 7.° al artículo 756 del Código Civil con la siguiente redacción: 
“7.° Tratándose de la sucesión de una persona con discapacidad, las personas con derecho a la herencia que no le 
hubieren prestado las atenciones debidas, entendiendo por tales las reguladas en los artículos 142 y 146 del Código 
Civil” 
 
Dos. Se modifica el artículo 782 del Código Civil que queda redactado en los siguientes términos: 
“Artículo 782. 

Las sustituciones fideicomisarias nunca podrán gravar la legítima, salvo que graven la legítima estricta en beneficio de 
un hijo o descendiente judicialmente incapacitado en los términos establecidos en el artículo 808. Si recayeren sobre 
el tercio destinado a la mejora, sólo podrán hacerse en favor de los descendientes.” 

Tres. Se añade un tercer párrafo al artículo 808 del Código Civil con la siguiente redacción, pasando a ser cuarto el 
actual párrafo tercero: 
“Cuando alguno de los hijos o descendientes haya sido judicialmente incapacitado, el testador podrá establecer una 
sustitución fideicomisaria sobre el tercio de legítima estricta, siendo fiduciarios los hijos o descendientes 
judicialmente incapacitados y fideicomisarios los coherederos forzosos.» 
 
Cuatro. Se modifica el artículo 813 del Código Civil, quedando redactado su segundo párrafo del siguiente modo: 
“Tampoco podrá imponer sobre ella gravamen, ni condición, ni sustitución de ninguna especie, salvo lo dispuesto en 
cuanto al usufructo de viudo y lo establecido en el artículo 808 respecto de los hijos o descendientes judicialmente 
incapacitados”. 
 
Cinco. Los artículos 821 y 822 del Código Civil que darán redactados en los siguientes términos: 
“Artículo 821. 
Cuando el legado sujeto a reducción consista en una finca que no admita cómoda división, quedará ésta para el 
legatario si la reducción no absorbe la mitad de su valor, y en caso contrario para los herederos forzosos; pero aquél y 
éstos deberán abonarse su respectivo haber en dinero. 
El legatario que tenga derecho a legítima podrá retener toda la finca, con tal que su valor no supere, el importe de la 
porción disponible y de la cuota que le corresponda por legítima. 
Si los herederos o legatarios no quieren usar del derecho que se les concede en este artículo se venderá la finca en 
pública subasta, a instancia de cualquiera de los interesados. 
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Artículo 822. 
La donación o legado de un derecho de habitación sobre la vivienda habitual que su titular haga a favor de un 
legitimario persona con discapacidad, no se computará para el cálculo de las legítimas si en el momento del 
fallecimiento ambos estuvieren conviviendo en ella. 
Este derecho de habitación se atribuirá por ministerio de la ley en las mismas condiciones al legitimario discapacitado 
que lo necesite y que estuviera conviviendo con el fallecido, a menos que el testador hubiera dispuesto otra cosa o lo 
hubiera excluido expresamente, pero su titular no podrá impedir que continúen conviviendo los demás legitimarios 
mientras lo necesiten. 
El derecho a que se refieren los dos párrafos anteriores será intransmisible. 
Lo dispuesto en los dos primeros párrafos no impedirá la atribución al cónyuge de los derechos regulados en los 
artículos 1406 y 1407 de este Código, que coexistirán con el de habitación.” 
 
Seis. El artículo 831 del Código Civil quedará redactado en los siguientes términos: 

«Artículo 831. 
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrán conferirse facultades al cónyuge en testamento para que, 
fallecido el testador, pueda realizar a favor de los hijos o descendientes comunes mejoras incluso con cargo al tercio 
de libre disposición y, en general, adjudicaciones o atribuciones de bienes concretos por cualquier título o concepto 
sucesorio o particiones, incluidas las que tengan por objeto bienes de la sociedad conyugal disuelta que esté sin 
liquidar. 
Estas mejoras, adjudicaciones o atribuciones podrán realizarse por el cónyuge en uno o varios actos, simultáneos o 
sucesivos. Si no se le hubiere conferido la facultad de hacerlo en su propio testamento o no se le hubiere señalado 
plazo, tendrá el de dos años contados desde la apertura de la sucesión o, en su caso, desde la emancipación del 
último de los hijos comunes. 
Las disposiciones del cónyuge que tengan por objeto bienes específicos y determinados, además de conferir la 
propiedad al hijo o descendiente favorecido, le conferirán también la posesión por el hecho de su aceptación, salvo 
que en ellas se establezca otra cosa. 
2. Corresponderá al cónyuge sobreviviente la administración de los bienes sobre los que pendan las facultades a que 
se refiere el párrafo anterior. 
3. El cónyuge, al ejercitar las facultades encomendadas, deberá respetar las legítimas estrictas de los descendientes 
comunes y las mejoras y demás disposiciones del causante en favor de ésos. 
De no respetarse la legítima estricta de algún descendiente común o la cuota de participación en los bienes relictos 
que en su favor hubiere ordenado el causante, el perjudicado podrá pedir que se rescindan los actos del cónyuge en 
cuanto sea necesario para dar satisfacción al interés lesionado. 
Se entenderán respetadas las disposiciones del causante a favor de los hijos o descendientes comunes y las legítimas 
cuando unas u otras resulten suficientemente satisfechas aunque en todo o en parte lo hayan sido con bienes 
pertenecientes sólo al cónyuge que ejercite las facultades. 
4. La concesión al cónyuge de las facultades expresadas no alterará el régimen de las legítimas ni el de las 
disposiciones del causante, cuando el favorecido por unas u otras no sea descendiente común. En tal caso, el cónyuge 
que no sea pariente en línea recta del favorecido tendrá poderes, en cuanto a los bienes afectos a esas facultades, para 
actuar por cuenta de los descendientes comunes en los actos de ejecución o de adjudicación relativos a tales 
legítimas o disposiciones. 
Cuando algún descendiente que no lo sea del cónyuge supérstite hubiera sufrido preterición no intencional en la 
herencia del premuerto, el ejercicio de las facultades encomendadas al cónyuge no podrá menoscabar la parte del 
preterido. 
5. Las facultades conferidas al cónyuge cesarán desde que hubiere pasado a ulterior matrimonio o a relación de 
hecho análoga o tenido algún hijo no común, salvo que el testador hubiera dispuesto otra cosa. 
6. Las disposiciones de los párrafos anteriores también serán de aplicación cuando las personas con descendencia 
común no estén casadas entre si”. 
Siete. Se añade un segundo párrafo al artículo 1041 del Código Civil con la siguiente redacción: 
“Tampoco estarán sujetos a colación los gastos realizados por los padres y ascendientes para cubrir las necesidades 
especiales de sus hijos o descendientes con discapacidad”. 
 
Artículo 11. Modificación del Código Civil en materia del mandato. 

El artículo 1732 del Código Civil quedará redactado en los siguientes términos: 
«Artículo 1732. 
El mandato se acaba: 
1.° Por su revocación. 
2.° Por renuncia o incapacitación del mandatario. 
3.° Por muerte, declaración de prodigalidad o por concurso o insolvencia del mandante o del mandatario. 
El mandato se extinguirá, también, por la incapacitación sobrevenida del mandante a no ser que en el mismo se 
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hubiera dispuesto su continuación o el mandato se hubiera dado para el caso de incapacidad del mandante apreciada 
conforme a lo dispuesto por éste. En estos casos, el mandato podrá terminar por resolución judicial dictada al 
constituirse el organismo tutelar o posteriormente a instancia del tutor.” 

 
Artículo 12. Modificación del Código Civil en materia del contrato de alimentos. 

 Uno. Se crea un nuevo capítulo II dentro del título XII del libro IV del Código Civil, bajo la rúbrica “Del contrato 
de alimentos”, que engloba los artículos 1791 a 1797. 
 Dos. Los artículos 1791 a 1797 del Código Civil quedarán redactados en los siguientes términos: 
“Artículo 1791. 
Por el contrato de alimentos una de las partes se obliga a proporcionar vivienda, manutención y asistencia de todo 
tipo a una persona durante su vida, a cambio de la transmisión de un capital en cualquier clase de bienes y derechos. 
Artículo 1792. 
De producirse la muerte del obligado a prestar los alimentos o de concurrir cualquier circunstancia grave que impida 
la pacífica convivencia de las partes, cualquiera de ellas podrá pedir que la prestación de alimentos convenida se 
pague mediante la pensión actualizable a satisfacer por plazos anticipados que para esos eventos hubiere sido 
prevista en el contrato o, de no haber sido prevista, mediante la que se fije judicialmente. 
Artículo 1793. 
La extensión y calidad de la prestación de alimentos serán las que resulten del contrato y, a falta de pacto en 
contrario, no dependerá de las vicisitudes del caudal y necesidades del obligado ni de las del caudal de quien los 
recibe. 
Artículo 1794. 
La obligación de dar alimentos no cesará por las causas a que se refiere el artículo 152, salvo la prevista en su 
apartado primero. 
Artículo 1795. 
El incumplimiento de la obligación de alimentos dará derecho al alimentista sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 1792, para optar entre exigir el cumplimiento, incluyendo el abono de los devengados con anterioridad a la 
demanda, o la resolución del contrato, con aplicación, en ambos casos, de las reglas generales de las obligaciones 
recíprocas. 
En caso de que el alimentista opte por la resolución, el deudor de los alimentos deberá restituir inmediatamente los 
bienes que recibió por el contrato, y, en cambio, el juez podrá, en atención a las circunstancias, acordar que la 
restitución que, con respeto de lo que dispone el artículo siguiente, corresponda al alimentista quede total o 
parcialmente aplazada, en su beneficio, por el tiempo y con las garantías que se determinen. 
Artículo 1796. 

De las consecuencias de la resolución del contrato, habrá de resultar para el alimentista, cuando menos, un superávit 
suficiente para constituir, de nuevo, una pensión análoga por el tiempo que le quede de vida. 
Artículo 1797. 

Cuando los bienes o derechos que se transmitan a cambio de los alimentos sean registrables, podrá garantizarse frente 
a terceros el derecho del alimentista con el pacto inscrito en el que se dé a la falta de pago el carácter de condición 
resolutoria explícita, además de mediante el derecho de hipoteca regulado en el artículo 157 de la ley Hipotecaria.” 

 
Artículo 13. Incorporación de una disposición adicional en el Código Civil. 

Se añade una disposición adicional cuarta en el Código Civil. 
“Disposición adicional cuarta. 

La referencia que a personas con discapacidad se realiza en los artículos 756, 822 y 1041 se entenderá hecha al 
concepto definido en la ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de Modificación del Código 
Civil, de la ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad.” 

 
Artículo 14. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en materia de procesos sobre la 
capacidad de las personas. 

El apartado 1 del artículo 757 de la ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, tendrá la siguiente redacción: 
“Artículo 757. 

1. La declaración de incapacidad puede promoverla el presunto incapaz, el cónyuge o quien se encuentre en una 
situación de hecho asimilable, los descendientes, los ascendientes, o los hermanos del presunto incapaz.” 
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CAPÍTULO III 

 Modificación de la normativa tributaria 

 
Artículo 15. Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
otras Normas Tributarias. 

Con efectos para los periodos impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2004, se introducen las siguientes 
modificaciones en la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras 
Normas Tributarias: 
Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 1 5, que quedará redactado en los siguientes términos: 
“4. La base liquidable será el resultado de practicar en la base imponible, en los términos previstos en esta ley, las 
reducciones por rendimientos del trabajo, prolongación de la actividad laboral. movilidad geográfica, cuidado de 
hijos, edad, asistencia, discapacidad, aportaciones a patrimonios protegidos de las personas discapacitadas, 
aportaciones y contribuciones a los sistemas de previsión social y pensiones compensatorias, lo cual dará lugar a las 
bases liquidables general y especial 

Dos. Se añade un apartado 4 al artículo 16, que quedará redactado en los siguientes términos: 
“4. Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad, regulado en la Ley de 
Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, tendrán el siguiente tratamiento fiscal para el 
contribuyente discapacitado: 
a) Cuando los aportantes sean contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, tendrán la 
consideración de rendimientos del trabajo hasta el importe de 8.000 euros anuales por cada aportante y 24.250 euros 
anuales en conjunto. 
Asimismo, y con independencia de los límites indicados en el párrafo anterior, cuando los aportantes sean sujetos 
pasivos del Impuesto sobre Sociedades, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo siempre que hayan sido 
gasto deducible en el Impuesto sobre Sociedades con el límite de 8.000 euros anuales. 
Estos rendimientos se integrarán en la base imponible del contribuyente discapacitado titular del patrimonio protegido 
por el importe en que la suma de tales rendimientos y las prestaciones recibidas en forma de renta a que se refiere el. 
apartado 3 del artículo 1 7 de esta ley exceda de dos veces al salario mínimo interprofesional. 
Cuando las aportaciones se realicen por sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades a favor de los patrimonios 
protegidos de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los empleados del aportante, únicamente tendrán la 
consideración de rendimiento del trabajo para el titular del patrimonio protegido. 
Los rendimientos a que se refiere este párrafo a) no estarán sujetos a retención o ingreso a cuenta. 
b) En el caso de aportaciones no dinerarias, el contribuyente discapacitado titular del patrimonio protegido se 
subrogará en la posición del aportante respecto de la fecha y el valor de adquisición de los bienes y derechos 
aportados, pero sin que, a efectos de ulteriores transmisiones, le resulte de aplicación lo previsto en la disposición 
transitoria novena de esta ley. 
A la parte de la aportación no dineraria sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se aplicará, a efectos de 
calcular el valor y la fecha de adquisición, lo establecido en el artículo 34 de esta ley. 
c) No estará sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones la parte de las aportaciones que tenga para el 
perceptor la consideración de rendimientos del trabajo.» 
 
Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 46, que quedará redactado en los siguientes términos: 
“1. La base liquidable general estará constituida por el resultado de practicar en la parte general de la base imponible, 
exclusivamente y por este orden, las reducciones a que se refieren los artículos 46 bis, 46 ter, 46 quáter, 47, 47 bis, 
47 ter, 47 quinquies, 47 sexies, 48, 48 bis y 48 ter de esta ley, sin que pueda resultar negativa como consecuencia de 
dichas disminuciones. 
La base liquidable especial será el resultado de disminuir la parte especial de la base imponible en el remanente, si lo 
hubiere, de las reducciones previstas en el párrafo anterior sin que pueda resultar negativa como consecuencia de tal 
disminución.» 
Cuatro. Se añade un artículo 47 sexies que quedará redactado en los siguientes términos: 
«Artículo 47 sexies. Reducciones por aportaciones a patrimonios protegidos de las personas discapacitadas. 
1. Las aportaciones al patrimonio protegido del contribuyente discapacitado efectuadas por las personas que tengan 
con el discapacitado una relación de parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, así como 
por el cónyuge del discapacitado o por aquellos que lo tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, darán 
derecho a reducir la base imponible del aportante, con el límite máximo de 8.000 euros anuales. 
El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que efectúen aportaciones a favor de un mismo 
patrimonio protegido no podrá exceder de 24.250 euros anuales. 
A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de un mismo patrimonio protegido, las reducciones 
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correspondientes a dichas aportaciones habrán de ser minoradas de forma proporcional sin que, en ningún caso, el 
conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas físicas que realicen aportaciones a favor de un mismo 
patrimonio protegido pueda exceder de 24.250 euros anuales. 
2. Las aportaciones que excedan de los límites previstos en el apartado anterior darán derecho a reducir la base 
imponible de los cuatro períodos impositivos siguientes, hasta agotar, en su caso, en cada uno de ellos los importes 
máximos de reducción. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior también resultará aplicable en los supuestos en que no proceda la reducción por 
insuficiencia de base imponible. 
Cuando concurran en un mismo período impositivo reducciones de la base imponible por aportaciones efectuadas en 
el ejercicio con reducciones de ejercicios anteriores pendientes de aplicar, se practicarán en primer lugar las 
reducciones procedentes de los ejercicios anteriores, hasta agotar los importes máximos de reducción. 
3. Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe de la aportación el que resulte de lo previsto en 
el artículo 18 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo. 
Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto en el aportante con ocasión de las aportaciones a los patrimonios protegidos. 
4. No generarán el derecho a reducción las aportaciones de elementos afectos a la actividad que realicen los 
contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen actividades económicas. 
En ningún caso darán derecho a reducción las aportaciones efectuadas por el propio contribuyente discapacitado 
titular del patrimonio protegido. 
5. La disposición en el período impositivo en que se realiza la aportación o en los cuatro siguientes de cualquier bien 
o derecho aportado al patrimonio protegido de la persona con discapacidad determinará las siguientes obligaciones 
fiscales: 

a) Si el aportante fue un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, dicho aportante deberá 
integrar en la base imponible del período impositivo en que se produzca el acto de disposición, las cantidades 
reducidas de la base imponible correspondientes a las disposiciones realizadas más los intereses de demora que 
procedan. 
b) Cualquiera que haya sido el aportante el titular del patrimonio protegido que recibió la aportación deberá integrar 
en la base imponible del período impositivo en que se produzca el acto de disposición, la cantidad que hubiera 
dejado de integrar en el período impositivo en que recibió la aportación como consecuencia de la aplicación de lo 
dispuesto en el apartado 4 del artículo 16 de esta ley, más los intereses de demora que procedan. 
En los casos en que la aportación se hubiera realizado al patrimonio protegido de los parientes, cónyuges o personas 
a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o acogimiento, a que se refiere el apartado 1 de este artículo, por un 
sujeto pasivo del Impuesto de Sociedades, la obligación descrita en el párrafo anterior deberá ser cumplida por dicho 
trabajador. 
c) A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 36 quáter de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, el trabajador titular del patrimonio protegido deberá comunicar al empleador que efectuó 
las aportaciones, las disposiciones que se hayan realizado en el período impositivo. 
En los casos en que la disposición se hubiera efectuado en el patrimonio protegido de los parientes, cónyuges o 
personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o acogimiento, la comunicación a que se refiere el párrafo 
anterior también deberá efectuarla dicho trabajador. 
La falta de comunicación constituirá infracción tributaria simple, sancionable con multa de 100 a 800 euros. 
A los efectos previstos en este apartado, tratándose de bienes o derechos homogéneos se entenderá que fueron 
dispuestos los aportados en primer lugar. 
No se aplicará lo dispuesto en este apartado en caso de fallecimiento del titular del patrimonio protegido, del 
aportante o de los trabajadores a los que se refiere el apartado 2 del artículo 36 quáter de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del lmpuesto sobre Sociedades. 
Cinco. Se añade un apartado 5 al artículo 86 que quedará redactado en los siguientes términos: 

“·5. Los contribuyentes de este impuesto que sean titulares del patrimonio protegido regulado en la Ley de Protección 
Patrimonial de las Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 
de la Normativa Tributaria con esta finalidad, deberán presentar una declaración en la que se indique la composición 
del patrimonio, las aportaciones recibidas y las disposiciones realizadas durante el periodo impositivo, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan.» 
 
Seis. Se añade un nuevo apartado 5 a la disposición adicional decimocuarta, que quedará redactado en los siguientes 
términos: 

“5. Las personas que, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3 y 4 de la Ley de Protección Patrimonial de las 
Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa 
Tributaria con esta finalidad, intervengan en la formalización de las aportaciones a los patrimonios protegidos, debe-
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rán presentar una declaración sobre las citadas aportaciones en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
La declaración se efectuará en el lugar, forma y plazo que establezca el Ministro de Hacienda.” 

 
Artículo 16. Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre sociedades. 

Con efectos para los periodos impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2004, se modifican el título y el 
contenido del artículo 36 quáter de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, que quedará 
redactado en los siguientes términos: 

«Artículo 36 quáter. Deducción por contribuciones empresariales a planes de pensiones de empleo, a mutualidades 
de previsión social que actúen como instrumento de previsión social empresarial o por aportaciones a patrimonios 
protegidos de las personas con discapacidad. 

1. El sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra del 10 por ciento de las contribuciones 
empresariales imputadas a favor de los trabajadores con retribuciones brutas anuales inferiores a 27.000 euros, 
siempre que tales contribuciones se realicen a planes de pensiones de empleo o a mutualidades de previsión social 
que actúen como instrumento de previsión social de los que sea promotor el sujeto pasivo. 
2. Asimismo, el sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra del 10 por ciento de las aportaciones 
realizadas a favor de patrimonios protegidos de los trabajadores con retribuciones brutas anuales inferiores a 27.000 
euros, o de sus parientes en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, de sus cónyuges o de las personas 
a cargo de dichos trabajadores en régimen de tutela o acogimiento regulados en la Ley de Protección Patrimonial de 
las Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
Normativa Tributaria con esta finalidad, de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) Las aportaciones que generen el derecho a practicar la deducción prevista en este apartado no podrán exceder de 
8.000 euros anuales por cada trabajador o persona discapacitada. 
b) Las aportaciones que excedan del límite previsto en la letra anterior darán derecho a practicar la deducción en los 
cuatro períodos impositivos siguientes, hasta agotar, en su caso, en cada uno de ellos el importe máximo que genera 
el derecho a deducción. 
Cuando concurran en un mismo período impositivo deducciones en la cuota por aportaciones efectuadas en el 
ejercicio, con deducciones pendientes de practicar de ejercicios anteriores se practicarán, en primer lugar, las 
deducciones procedentes de las aportaciones de los ejercicios anteriores, hasta agotar el importe máximo que genera 
el derecho a deducción. 
c) Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe de la aportación el que resulte de lo previsto en 
el artículo 18 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo. 
Estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades las rentas positivas que se pongan de manifiesto con ocasión de las 
contribuciones empresariales a patrimonios protegidos. 

3. Cuando se trate de trabajadores con retribuciones brutas anuales iguales o superiores a 27.000 euros, la deducción 
prevista en los apartados 1 y 2 anteriores se aplicará sobre la parte proporcional de las contribuciones empresariales y 
aportaciones que correspondan al importe de la retribución bruta anual reseñado en dichos apartados. 
4. Esta deducción no se podrá aplicar respecto de las contribuciones realizadas al amparo del régimen transitorio 
establecido en las disposiciones transitorias decimocuarta, decimoquinta y decimosexta de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. Asimismo, no será aplicable en el caso de 
compromisos específicos asumidos con los trabajadores como consecuencia de un  
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expediente de regulación de empleo. 
5. Cuando se efectúen disposiciones de bienes o derechos aportados al patrimonio protegido de 
los trabajadores, de sus parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores en régimen de 
tutela o acogimiento, en los términos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 5 del artículo 
47 sexies de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, el sujeto pasivo que efectuó la aportación, en el período en que se hayan incumplido los 
requisitos, conjuntamente con la cuota correspondiente a su período impositivo, ingresará la 
cantidad deducida conforme a lo previsto en este artículo, además de los intereses de demora.» 
 
Artículo 1 7. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados. 
 
Con efectos a partir del 1 de enero de 2004, se añade un nuevo apartado 20 a la letra B) del 
artículo 45.1 texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, 
que quedará redactado en los siguientes términos: 
 
«20. Las aportaciones a los patrimonios protegidos de las personas con discapacidad regulados en 
la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad, de Modificación del Código 
Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad.» 
 
Disposición adicional primera. Actos de jurisdicción voluntaria. 
 
Las actuaciones judiciales previstas en el capítulo I de esta ley se tramitarán como actos de 
jurisdicción voluntaria sin que la oposición que pudiera hacerse a la solicitud promovida 
transforme en contencioso el expediente. 
 
Disposición adicional segunda. Exención en el Impuesto sobre el Patrimonio. 
 
Las comunidades autónomas podrán declarar la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio, de 
los bienes y derechos referidos en la Ley de protección patrimonial de las personas con 
discapacidad, de modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
normativa tributaria con esta finalidad. 
 
Disposición final primera. Título competencial. 
 
Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.a, 8.a y 14.a de la Constitución. 
 
Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario. 
 
El Gobierno aprobará las disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo de esta ley en 
el plazo de seis meses desde su entrada en vigor. 
 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
 
La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
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